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El mundo afronta una severa crisis ambiental es por esto que el cuidado del medioambiente 
es un tema de vital relevancia en las agendas de gobierno de todos los países del mundo. 
Por ello la presente investigación titulada: “Estudio de los tributos ambientales en los 
países de la OCDE, con especial énfasis en la implementación en el Perú” basada en 
cuatro capítulos. El primer capítulo, presenta el planteamiento del problema de 
investigación, el segundo capítulo, presenta el marco metodológico, el tercer capítulo, 
presenta el marco teórico y por último, el cuarto capítulo, presenta los resultados donde 
señalo mis conclusiones y sugerencias en el presente proyecto.   
Se toma como idea central el concepto económico de desarrollo sostenible, el cual tiene 
una notoria fama en los países europeos los cuales han generado instrumentos económico-
jurídicos traducidos en impuestos ambientales protegidos bajo el principio “quien contamina 
paga”, introducido por la Organización para la Cooperación y Desarrollo Económico 
(OCDE), como principio general del Derecho Ambiental en el entorno Internacional.   
El porvenir de las próximas generaciones estará en problemas, es por ello que siguiendo 
los lineamientos de la OCDE el estado peruano debe implementar instrumentos 
económicos, para cuya causa, las herramientas tributarias ambientales deben ser la punta 
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La presente tesis pretende validar la implementación de un instrumento de gestión 
ambiental como alternativa de solución progresiva a la contaminación ambiental como son 
los tributos ambientales, de esta manera poder financiar diferentes proyectos para 
preservar el medio ambiente en nuestro país; sosteniendo opiniones y premisas en base a 
interpretación de principios, normas, jurisprudencia y doctrina los cuales construirán las 
bases de la tributación ambiental para un verdadero desarrollo sostenible.  
En esa línea se plantea describir los criterios para la implementación de tributos destinados 
al cuidado del medio ambiente, identificar de qué forma influiría en las actividades 
económicas del país la creación de los tributos ambientales recomendado por la OCDE, 
describir la influencia de los recursos económicos por recaudación que se obtendrían sobre 
la calidad de vida y bienestar de la población al implementarse los tributos ambientales y 
analizar cómo debe ser entendido el principio “quien contamina paga” recomendado por la 
OCDE que impulsa la creación de los tributos destinados a la protección del medio 
ambiente. 
La presente investigación conlleva un mayor énfasis en el Perú debido a los acuerdos de 
colaboración con la OCDE, evidencia que nuestro país desea ser miembro de esta 
organización; por otra parte, la naturaleza de las fuentes de información de la presente 











PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA DE LA INVESTIGACIÓN 
 
1.1. Tema de investigación 
El mundo hace frente una peligrosa crisis sobre el medioambiente, una de las causas 
frecuentes es el seguido crecimiento de la población a esta situación se adiciona el 
acelerado crecimiento en las actividades económicas y la acción del hombre que 
contamina el medio ambiente, generando cada vez mayores efectos perjudiciales los 
cuales han generado graves problemas de salud y bienestar en los habitantes de este 
planeta y una alteración en los ecosistemas. En ese sentido, la protección del 
medioambiente es un tema de vital preocupación en las agendas de gobierno de los 
países que integran el mundo. 
La comunidad internacional no ha sido ajena al tema referido, es así que en la Cumbre 
de Estocolmo de 1972 se reconoció por primera vez como derecho el medioambiente 
apropiado para el desenvolvimiento de la vida humana y posteriormente en la Cumbre 
de Rio de 1992 se reconoció como derecho fundamental, el derecho al medio 
ambiente; conscientes que el problema ambiental se tornaba casi en existencial, este 
derecho se incluyó en las Constituciones Políticas y ordenamientos legales de los 
países miembros de las Naciones Unidas entre ellos formalmente en la Constitución 
de Perú   
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Cabe destacar el retorno del concepto económico de desarrollo sostenible, el cual tiene 
una notoria fama en los países europeos los cuales han generado instrumentos 
económico-jurídicos traducidos en impuestos ambientales protegidos bajo el principio 
“quien contamina paga”, introducido por la Organización para la Cooperación y 
Desarrollo Económico (OCDE), dio recomendaciones sobre la conservación de los 
recursos naturales que conforman el medioambiente en los años de 1972, 1974 y 
1989, asimismo introdujo el principio general quien contamina paga, como aporte para 
el Derecho Ambiental a nivel internacional.   
La población en el Perú, según las estimaciones y proyecciones de población para el 
año 2018 del INEI, ascenderá a 32,162,184 habitantes; en ese sentido a medida que 
las actividades económicas y la población crecen el futuro de las generaciones 
venideras estará en problemas, es por ello que siguiendo los lineamientos de la OCDE 
el estado peruano debe implementar instrumentos económicos, para cuya causa, las 
herramientas tributarias ambientales deben ser la punta de la lanza de esta reforma 
ardua y trabajosa. 
Es por ello que, el gobierno peruano debe ver más allá del crecimiento económico el 
cual es solamente un medio con el objetivo final de brindar mayor bienestar de la 
población, es decir, producir una mejoría en la vida de la mayor parte de las personas, 
las cuales sean sostenibles, iguales y sin perjudicar importantes aspectos de la calidad 
de vida. La iniciativa para una Vida Mejor de la OCDE, se puso en marcha en el año 
2011 tiene como objetivo medir el bienestar de los países con cierto nivel de desarrollo 
y este sea parte del núcleo central de las políticas públicas. Ahora, dentro del marco 
del bienestar de los países en desarrollo, la OCDE toma como requisito importante la 
calidad del medio ambiente para calificar la calidad de vida. 
Es decir, el gobierno peruano en uso de su poder legislativo tiene la facultad de aprobar 
la creación de tributos ambientales, que permita avanzar en la mejora de la calidad de 
vida de sus habitantes al momento que se adopte las recomendaciones de la OCDE 
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que buscan utilizar este instrumento económico como factor influyente sobre el 
costo/beneficio de las consecuencias negativas de las actividades productivas 
(internalizar las externalidades) y modificar comportamientos en un sentido favorable 
para el medio ambiente. En esa línea, Perú estaría un paso más cerca para su 
incorporación como miembro de la OCDE. 
 
1.2. Formulación del problema  
1.2.1. Problema general 
¿Cuál es la necesidad de la implementar tributos ambientales en el en nuestro país 
como instrumento económico jurídico recomendado por la OCDE, posible alternativa 
de aumento de bienestar de la población por la influencia en la protección 
medioambiental en Perú? 
1.2.2. Problemas específicos 
¿Cuáles son los criterios para la implementación de tributos ambientales para la 
protección del medioambiente? 
¿De qué forma influiría en las actividades económicas del país la creación de los 
tributos ambientales recomendado por la OCDE?  
¿Cuál será la influencia de los recursos económicos por recaudación que se 
obtendrían sobre la calidad de vida y bienestar de la población al implementarse los 
tributos ambientales? 
¿Cómo debe ser entendido el principio “quien contamina paga” recomendado por la 
OCDE que impulsa la creación de los tributos destinados a la protección del medio 
ambiente? 
1.3. Objetivo de la investigación  
1.3.1. Objetivo general 
Describir la necesidad de implementar tributos ambientales en el Perú como 
instrumento económico recomendado por la OCDE, posible alternativa de aumento 
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de bienestar de la población por la influencia en el cuidado del medioambiente 
peruano. 
1.3.2. Objetivos específicos  
Describir los criterios para la implementación de tributos destinados al cuidado del 
medio ambiente. 
Identificar de qué forma influiría en las actividades económicas del país la creación 
de los tributos ambientales recomendado por la OCDE.  
Describir la influencia de los recursos económicos por recaudación que se obtendrían 
sobre la calidad de vida y bienestar de la población al implementarse los tributos 
ambientales. 
Analizar cómo debe ser entendido el principio “quien contamina paga” recomendado 
por la OCDE que impulsa la creación de los tributos destinados a la protección del 
medio ambiente. 
1.4. Justificación de la investigación  
Este trabajo de investigación tiene importancia jurídica, científica y actual en el cual se 
pretende implementar un instrumento de gestión ambiental como alternativa de 
solución progresiva a la contaminación ambiental como son los tributos ambientales, 
de esta manera poder financiar diferentes proyectos para preservar el medio ambiente 
en nuestro país. 
La Organización para la Cooperación y Desarrollo Económico (OCDE), tiene como 
misión principal fomentar políticas que mejoren el bienestar económico y social de las 
personas a nivel mundial, propone como política fiscal el mayor uso de tributos 
ambientales como instrumento predilecto para combatir la contaminación ambiental es 
por ello que bajo el principio “quien contamina paga” la mayoría de países miembros 
de Europa ya cuentan con tributación ambiental como Alemania, Suecia, España, 
Francia, Holanda, Suiza, Italia, Bélgica, Dinamarca, Portugal, Reino Unido entre otros; 
en Latinoamérica México, Chile, Colombia como miembros y Costa Rica invitada 
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recientemente en el año 2015 a iniciar prácticas formales para su adhesión. Los países 
que desean ser miembros como el caso peruano deben crear tributos ambientales, 
dirigidos a prevenir los cambios o daños irreversibles del medio ambiente. 
Es de fundamental importancia proteger el medio ambiente en el Perú puesto que, está 
de por medio la calidad de vida de la población peruana ante la contaminación de las 
personas naturales y jurídicas, motivo por el cual este trabajo de investigación desde 
una perspectiva jurídica pretende sostener opiniones y premisas de la interpretación 
de las normas tributarias y ambientales los cuales construirán las bases de la 
tributación ambiental para un verdadero desarrollo sostenible.  
El estado cuenta con la facultad para crear tributos e imponerlo dentro de los alcances 
de su jurisdicción, en esa línea de ideas el estado peruano debe implementar este 
instrumento económico llamado “tributos ambientales” el cual lo pondría un paso más 
cerca de reunir las condiciones para poder ser miembro de la OCDE y beneficiarse de 
esta organización de las mejores políticas de bienestar, más aun cuando es uno de los 
objetivos del bicentenario de la República respaldado por acuerdos de colaboración 
con la OCDE en el Programa País el cual resalta cinco puntos, uno de ellos es el medio 
ambiente, además de adherirse a otros instrumentos de colaboración, pone en 
manifiesto que nuestro país tiene una seria y clara pretensión de ser miembro de esta 
organización lo cual constituiría mejorar el proceso de consolidación del crecimiento 
económico con una visión de política orientada hacia una estrategia social y 
medioambiental sostenible en nuestro país, en ese sentido queda justificado este 
trabajo de investigación. 
1.5. Hipótesis y variables de la investigación  
1.5.1. Hipótesis  
La implementación de tributos ambientales recomendado por la OCDE es un 
instrumento económico jurídico que mejora el bienestar, la calidad de vida y la 
sostenibilidad ambiental, por ser una herramienta eficiente destinada al cuidado del 
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medioambiente. Con mayor énfasis en el Perú dado que es uno de los objetivos del 
bicentenario de la República respaldado por acuerdos de colaboración con la OCDE 
en el Programa País. 
1.5.2. Identificación de variables  
Variable independiente: Tributos ambientales 
Indicadores:  
 Impuesto  
 Contribución  
 Tasa  
Variable dependiente: Cuidado del medioambiente  
Indicadores: 
 Bienestar de las personas  
 Calidad de vida 
 Sostenibilidad ambiental  
 
Cuadro N° 1: 
Operacionalizacion de variables 
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2.1. Tipo de investigación  
La presente tesis se clasifica de tipo descriptiva de relevancia jurídica y actual, 
describe los aspectos del fenómeno factico y el planteamiento hipotético respecto a la 
creación de tributos ambientales como instrumento económico para la protección del 
medio ambiente, de interés económico y social. 
2.2. Diseño de la investigación  
El diseño implica generar una estrategia para conseguir la información y realizar la 
investigación de la tesis. En este contexto, el diseño de la presente investigación es 
cualitativo no experimental, es decir, desarrollado sin alterar deliberadamente las 
variables. Limitándose a observar los hechos o fenómenos de la realidad social. 
2.3. Población y muestra  
En razón al fenómeno social y objeto de la investigación, la población está conformada 
por los agentes de la actividad económica (Empresas, familias y gobierno) del Perú. 
Ellos serán quienes pagarán, recaudarán y decidirán el destino de los tributos que se 
crearán. 
2.4. Técnicas e instrumentos de recopilación de datos  
Tanto las técnicas como los instrumentos constituyen la parte operativa de la 
investigación, la presente tesis se enmarca dentro de las ciencias sociales, la técnica 
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está constituida por la recopilación de información legislativa, jurisprudencias, doctrina 
y la observación; por otra parte los instrumentos lo constituyen el análisis documental, 
la observación sistemática, videos, entre otros. 
2.5. Análisis estadístico de datos  
Debido al tipo y los atributos de la presente investigación, no se realizará el diseño de 
análisis estadísticos de datos, siendo que en esta investigación se tiene como 




















Desde la óptica del derecho romano, los recursos que ofrece el medioambiente tales 
como, el agua, la fauna, la flora, la tierra, los yacimientos y la amplitud de recursos del 
ambiente, se denominaron como “res communi”, a las cosas de la comunidad o del 
pueblo, recursos que podrían ser usados por todos con excepción de los derechos 
particulares sobre algunos bienes. Siempre que el uso particular de dichos recursos 
no afecte a la naturaleza, no se disponía impedimentos legales o económicos por el 
uso de tales bienes.  
Cabe resaltar la conciencia ambiental de los romanos de dicha época, dado que le 
daban un cuidado especial a sus yacimientos, presentando indicios claros de reciclaje, 
eliminación de los residuos sólidos y líquidos urbanos de las ciudades, siendo una 
medida normal el establecimiento de prácticas higiénicas tales como la gestión de 
residuos mediante vertederos y el alcantarillado urbano público (Acero, 2009). 
Ahora, es en creación de la Ley de las XII Tablas donde se establece por primera vez 
una norma jurídica que prohíbe lanzar basura y dejar cadáveres al interior del centro 
poblacional en el periodo de la antigua Roma, no obstante, la primera disposición 
dirigida al cuidado del medio ambiente se presenta en el Digesto con el propósito 
principal en la protección de las aguas, ello se ve reflejado en el contenido de los 
11 
 
veredictos de Paulo dispuesto en el título de extraordinariis criminibus mencionándose 
la palabra contaminaverit siendo en su traducción contaminado. No se muestra como 
prohibición o con sanción explicita si no que se califica como una ofensa a la práctica 
de las buenas costumbres toda acción que conduzca tirar estiércol o ensuciar a alguien 
con fango o lodo o ensuciar las aguas, cañerías y lagos, así como todo actuar que 
conlleve a contaminar en perjuicio de la población romana.  
Es evidente la inquietud del Derecho romano por la limpieza el agua viéndose reflejada 
por mecanismos para garantizar la misma. Se prioriza la seguridad y la salud pública, 
para ello se prohibía que se intentase impedir mediante violencia la limpieza o 
reparación de canales, acequias o presas por las que fluía el agua, dándose prioridad 
a esta frente a la reparación de los caminos, considerando este recurso importante 
para la vida diaria; la prohibición también aplicaba a las fuentes contenedoras de agua 
como las piscinas, pozos y lagos. Tanto las actividades de limpieza como la reparación 
de las fuentes contenedoras de agua y de los sistemas de conducción del agua serían 
indispensables para proteger la salubridad en la antigua Roma. 
Es menester citar lo mencionado por María José Bravo1 cuando refiere en una de sus 
conferencias que “Plinio el Viejo solicito que sería necesaria la repoblación de árboles 
en Roma, caso contrario no sería factible contener el agua de las lluvias causando 
inundaciones en la población romana. Ello fue mencionado en el siglo primero después 
de cristo, sin embargo, nos encontramos en el año 2018 y es evidente la preocupación 
por el medioambiente y los recursos que nos provee y que los mismos se agotan”, ese 
comentario se hizo hace 7 años, sin embargo, las alternativas de solución se 
presentaron muchas décadas atrás, consideradas entre las más eficientes los 
instrumentos económicos, específicamente los tributos ambientales.  
                                               
1 Teleprensa, La relación entre el Derecho romano, la contaminación y el medio ambiente, en la Semana de la 





Los tributos ambientales provienen desde la década de los setenta, es por eso que 
este tipo de medidas que se han convertido en un instrumento económico, no es un 
tema novedoso en la teoría o en la práctica, por el contrario, su aplicación ha estado 
en práctica principalmente en países del continente europeo y con poca contundencia 
en los países latinoamericanos como Chile, Colombia, y México, entre otros países. 
Desde inicios del siglo XX Arthur Cecil Pigou, realiza las primeras investigaciones de 
la economía ambiental las cuales son expuestas en su libro The Economics of Welfare 
(Economía del bienestar, publicado en 1920), explicando la teoría de la aplicación de 
impuestos que tengan un efecto correctivo como alternativa para disminuir las 
externalidades negativas como es el caso de la contaminación ambiental, 
denominándose en su honor “impuestos pigouvianos”, instrumento que tiene como 
propósito evidenciar la lejanía entre los fines del bienestar privado frente a los fines 
bienestar común y como efecto de su aplicación obtendríamos un óptimo social, en 
otras palabras, que los sujetos que contaminan asuman el costo por contaminar y 
forme parte su costo de producción. Adicionalmente, Piguo señalo se alcanzaría un 
punto eficiente en la producción de bienes o prestación servicios que causa la 
externalidad siempre que el impuesto este acompañado por una acción legislativa o 
reguladora, de esta manera promover y no limitar las inversiones para dichas 
actividades de producción.  
Desde otro punto de vista, el premio nobel en 1991, Ronald Harry Coase (economista 
y abogado) explica la solución al problema de las externalidades explicando que las 
partes privadas pueden negociar, de esta manera asumir un costo cero o asumiendo 
un costo mínimo la asignación de los recursos, resolviendo las externalidades 
negativas y obteniendo resultados eficientes al cumplir tres condiciones: 1) los 
derechos de propiedad se encuentren bien determinados, 2) calcular el costos de la 
reclamación y 3) que se trate de pocas personas. 
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Dicho de otra manera, se da el siguiente ejemplo: Una empresa que produce papas 
fritas la cual causa ruidos molestos y emana gases malolientes en un vecindario, 
situación que disgusta a los vecinos que viven en ese lugar, ahora, saber quién tiene 
derecho es fundamental; 1) si la empresa tiene derecho a realizar esa actividad 
económica o 2) la población tiene derecho a la tranquilidad y un ambiente saludable, 
entonces se da una distribución de los derechos de propiedad. En ese supuesto si la 
empresa tiene derecho a realizar esa actividad económica hay que comparar los 
beneficios de la empresa con los costos del vecindario de soportarlos. Ahora que pasa 
si el vecindario tiene derecho a la tranquilidad y un ambiente saludable, entonces, 
puede exigir a la empresa deshacerse de realizar esa actividad económica; para llegar 
a un acuerdo hay que comparar los beneficios de la empresa por su actividad con los 
costos (externos) del vecindario de soportarlo. 
Qué pasa si la empresa tiene derecho de realizar esa actividad económica entonces 
puede exigir a la población soportar su actividad económica; siendo una solución 
negociar; la empresa podría pagar por que el vecindario soporte su actividad siempre 
y cuando el beneficio de la empresa sea mayor al del vecindario, en esta particular 
situación hipotética la solución sería eficiente. Sin embargo, en la realidad el vecindario 
asume un costo mayor al de la empresa, por lo tanto, esta no podrá pagar al vecindario 
para compensar estas actividades, por lo que tendría que dejar de realizar estas 
actividades económicas. En este párrafo se trata de explicar cómo se aplicaría el 
teorema de Coase con resultados eficientes.  
Cabe resaltar la teoría de Coase es válida pero no practica puesto para el presupuesto 
planteado en la investigación los costos de transacción lo impiden y por lo tanto no se 
resuelve la externalidad y no se alcanza el óptimo social, en efecto los costos de 
reparar el daño ambiental son muy altos por lo que no se llega a un resultado eficiente 
desde una perspectiva social, más aun cuando el número de las partes intervinientes 
es muy elevado como es la población, razón por la cual no se llegaría a un acuerdo.  
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En el transcurrir del tiempo varios autores como Cristóbal Borrero Moro, Cristina de 
Gisper Brosa, Jean Acquatella y Barcena Alicia, Hugh Rudnick, Ignasi Puig, Tania 
García, en el Perú Daniel Yacolca, han destacado en sus investigaciones sobre 
tributación ambiental contribuyendo a exponer la aplicación de este tipo de medidas. 
Incluso esta postura fue reconocida por los países de la comunidad europea en las 
conclusiones del Consejo sobre Medio Ambiente el 12 de diciembre del 1991 en la 
cual reconocen lo siguiente: 
“Para alcanzar la redistribución necesaria de recursos económicos a fin de lograr el 
desarrollo sostenible, el costo social y medioambiental debe incluirse en su totalidad a 
las actividades económicas, con la finalidad de internalizar las externalidades. Ello 
implica que el costo ambiental y otros costos vinculados al aprovechamiento de 
recursos naturales deben realizarse de manera sostenible y soportada por el país 
proveedor, dicho aprovechamiento debe reflejarse en las actividades económicas. Las 
principales medidas para lograr dichos fines se hallan en los instrumentos económicos 
y fiscales.” 
En esa línea se puede decir que la aplicación paulatina de tributos destinados al 
cuidado del medio ambiente, junto con el establecimiento de entidades encargadas del 
desarrollo de esta política, encamina a lo que se denomina la reforma fiscal verde 
(RFV), basándose en fundamentos como 1) eliminación de subsidios a la actividad 
contaminante, 2) reestructuración de tributos existente y 3) la introducción de tributos 
ambientales.  
Finalmente, la introducción de estos tributos destinados al cuidado del medio ambiente 
incitará una reforma profunda de los sistemas fiscales en Latinoamérica y en nuestro 
país con el objetivo de que mediante una política fiscal se proteja el medioambiente 
todo ello bajo los lineamientos de la OCDE y una posible y futura incorporación como 
miembro. 
3.1.1. Conceptualización jurídica del tributo ambiental 
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A modo de realizar un concepto, según lo referido en el libro de Daniel Yacolca 
puedo definir el tributo ambiental como, una prestación patrimonial publica 
como instrumento económico jurídico extrafiscal con mecanismos disuasorios 
y estimulatorios; con la finalidad de contribuir a la preservación del medio 
ambiente, dirigido por el principio básico “quien contamina paga”. 
 
 
3.2. Situación actual del medio ambiente 
Nuestro país en la práctica del Estado de Derecho cumple las funciones de 
representación, dirección y regulación de la vida en sociedad, siendo el responsable 
de velar por la satisfacción de sus necesidades, ello conlleva a la mejoría del bienestar 
social, que a su vez es considerado como principio principal la defensa de la persona 
individual y colectivamente así como el respeto de su dignidad. En ese sentido 
conlleva, que el efecto deseado de bienestar debe ser evaluado principalmente en 
relación del impacto del mismo en la población.   
En sentido amplio del bienestar, el estado y los sujetos que conforman la sociedad 
tienen el deber de garantizar el cuidado y protección del medioambiente. 
Hablar de problemas ambientales es un tema complejo a desarrollar como bien 
menciona la Cristóbal Borrero2 “desde una óptica material, el deterioro del 
medioambiente alteras muchos componentes ambientales como el agua, aire, suelo y 
todo el entorno natural, de igual manera, desde una óptica espacial, afecta a varias 
zonas geográficas, suscitando problemas a nivel local, regional, nacional y global.” 
Se debe agregar para el mejor entendimiento de los problemas ambientales que, es 
importante estructurar el concepto jurídico de medioambiente basado en fuentes del 
derecho como son la doctrina, la jurisprudencia y la normativa vigente. 
                                               
2 Borrero Moro Cristóbal, La tributación ambiental en España, Tecnos, 1999, p.22. Colaborador en el libro 
Derecho Tributario Ambiental bajo la dirección de Daniel Yacolca Estares, Grijley, 2009, p. 11.  
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3.2.1. Concepto doctrinal de medio ambiente:  
El concepto doctrinal de medio ambiente tiene varias concepciones de modo 
que, dichas concepciones serán la guía para identificar los elementos que 
conforman el medio ambiente. En ese sentido el medio ambiente desde la 
postura de Millitza Franciskovic3 el concepto de medio ambiente es entendido 
como: “El conjunto de condiciones naturales y por extensión el conjunto de 
condiciones sociales, económicas y culturales que hacen posible la existencia 
y el desarrollo pleno de la vida del hombre en la Tierra, tiene el reconocimiento 
de un derecho humano fundamental en razón de que la vida del hombre 
depende de un entorno saludable, adecuado y ecológicamente equilibrado y, 
por ende, el Estado tiene el deber de otorgar los mecanismos necesarios para 
garantizar la protección de ese derecho. 
En consecuencia, el medio ambiente adecuado y equilibrado para el 
desarrollo de la vida ha sido reconocido como un derecho vinculado a la 
existencia de la vida humana. Eso quiere decir que sin un medio ambiente 
adecuado y equilibrado para el desarrollo de la vida, no puede haber 
existencia de la misma, y si no hay vida humana no hay sociedad, y en 
consecuencia no existiría el Derecho.” 
De acuerdo con Carlos Andaluz el medio ambiente es entendido como: “La 
agrupación de componentes abióticos, bióticos, culturales, económicos y 
sociales que se interrelacionan en un lugar y tiempo preciso, es decir, se 
puede expresar en suma la naturaleza y las expresiones humanas en un 
determinado lugar y tiempo. 4” 
                                               
3 Franciskovic Ingunza Millitza, El medio ambiente y su tutela jurisdiccional, Perú, Grijley, 2012, p. 17.  
4 Andaluz Westreicher Carlos, Manual de Derecho Ambiental, Perú, Proterra, 2009, p. 50. 
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En esa línea también son importante las consideraciones doctrinarias 
recogidas por Daniel Yacolca refiriendo a varios autores como a continuación 
se presenta:  
a) Dinámica, según Daniel Yacolca “ es claro que el medioambiente no posee 
una naturaleza paralizada por el contrario se encuentra en constante 
movimiento, este movimiento y cambio constante desde una noción rígida 
hacia una más extensa, a causa del avance sobre la importancia que 
actualmente tiene el cuidado del medioambiente desde un punto de vista 
global, por la subsistencia humana.” 
b) Antropocéntrico: según Juan Pulido “desde este enfoque, el 
medioambiente abarca los elementos abióticos, además a todos los 
componentes sociales que conforman la noción de calidad de vida. 
Colocando a la persona como centro de las cosas y la preservación 
ambiental se centra en el bienestar de las personas. El esquema 
económico esta apartado del medioambiente, pero si concierne en el grado 
que solventa recursos concretos que son fundamentales para el progreso 
económico y el incremento en las condiciones de vida de la persona 
humana.” 
c) Problema global según Demetrio Loperena “el uso de métodos protectores 
del medioambiente desde un punto de vista jurídico es muy remoto, sin 
embargo los objetivos mundiales que se tiene como meta actualmente son 
nuevos”, en esa misma línea Jesús Jordano comentó al respecto que “el 
derecho ambiental no es meteoro que ha tropezado inesperadamente y sin 
indicación alguna en nuestra normativa.”  
Y finalmente Daniel Yacolca concluye que “hoy en día el cuidado del 
medioambiente tiene una mayor trascendencia, puesto que la subsistencia 
18 
 
humana corre peligro debido al cambio climático del planeta y otras causas 
humanas contribuyen a una grave contaminación.” 
Por otra parte, la base de la denominada tributación ambiental, se encuentran 
básicamente en las teorías de Pigou y Coase, los cuales sustentan su uso en 
la legislación internacional, como: México, España y otros miembros de la 
OCDE y aspirantes a ser miembros. En ese contexto, se puede afirmar que, 
el avance en la evolución de la sociedad durante el modelo económico actual 
ha producido grandes progresos en el campo conocimiento, sin embargo, 
también ha traído cambios devastadores en el medioambiente, siendo una 
prueba irrefutable el cambio climático en el mundo.  
3.2.2. Concepto jurídico de medio ambiente en el Perú: 
Es menester precisar que bajo nuestro marco normativo el concepto de medio 
ambiente resulta un concepto carente de características propias según lo 
expuesto en nuestra constitución, sin embargo, en la Ley General del 
Ambiente publicada en el año 2005 se incorpora el concepto ambiente de 
manera un tanto confusa, situación que se pondrá en evidencia en el siguiente 
análisis legal Constitucional y de la Ley General del Ambiente, por Daniel 
Yacolca: 
a. En el ámbito constitucional peruano  
En la Carta Magna del Perú no se ha establecido una definición del medio 
ambiente. Se menciona al referente de forma genérica en la constitución de 
1979 y 1993 en relación a la protección del medioambiente. 
En la carta magna de 1979 se había incorporado de forma restringida el 
derecho de un medioambiente saludable para habitarlo, desde un enfoque 
restringido respecto los recursos naturales, es importante citar el artículo 123° 
de dicho instrumento jurídico que dispone lo siguiente: “toda persona tiene 
como derecho tener un ambiente saludable para ser habitado, que sea 
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sostenible y adecuado para que pueda desarrollar su vida, así como la 
protección de la naturaleza. Todos tienen la obligación de conservar el 
medioambiente. 
Es deber estatal custodiar la prevención y control de la contaminación 
ambiental.”  
En otro aspecto, nuestra Constitución recaba de manera restringida el habitar 
en un medioambiente saludable para toda persona, desde un enfoque 
limitado respecto a los derechos de la persona, siendo reconocible que se 
limita a los recursos naturales, tal como se evidencia en el numeral 22 del 
artículo 2° que dispone lo siguiente: “A la paz, a la tranquilidad, al disfrute del 
tiempo libre y al descanso, así como a gozar de un ambiente equilibrado y 
adecuado al desarrollo de su vida.”  
Coincido con esta parte de la investigación del doctor Daniel Yacolca en el 
sentido que, solamente menciona el derecho y deber ambiental del ciudadano 
habitando un medio ambiente adecuado, pero no define cuales son los 
elementos que integran el medio ambiente, dejándolos como un vacíos que 
el quehacer jurídico definirá cuando los lineamientos de política fiscal se 
direccionen de acuerdo a las recomendaciones de la OCDE. 
b. En la ley general del medio ambiente5 
Las definiciones que presenta la ley, carece de una definición clara de 
medioambientes así como los componentes situación que genera una 
incertidumbre jurídica al momento de invocar el cuidado o protección del 
medioambiente.  
En mención del título preliminar de dicha Ley, en el Artículo I sobre el derecho 
y deber fundamental inalienable que tiene toda persona a habitar o 
permanecer en un ambiente equilibrado e idóneo para el completo 
                                               
5 Aprobado por Ley N° 28611 el 13 de octubre de 2005. 
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desenvolvimiento de la vida así como la obligación de cooperar con la gestión 
ambiental y cuidado del medioambiente se entiende también los componentes 
del mismo garantizando la salud individual y colectiva, preservación de la 
diversidad biológica, la utilización sustentable de los recursos que 
conforman el medioambiente y el desarrollo sostenible del país. 
Ahora, en el artículo 2°, Capitulo 1 Aspectos Generales del Título I sobre la 
Política Nacional del Ambiente y Gestión Ambiental que refiere al ámbito o 
entorno debe entenderse para la ley como toda referencia al término 
“ambiente” o a “sus componentes” concibiendo que conforman el 
medioambiente a los elementos biológicos, físicos y químicos de procedencia 
natural o elemento resultado de la intervención de la actividad humana 
(antropogénico) que, forma individual o conjunta constituyen el entorno en el 
cual se desarrolla la vida. Dichos elementos garantizan la salud individual y 
colectiva de la población así como la preservación de los recursos naturales, 
diversidad biológica y patrimonio cultural vinculado a dichos elementos, 
además de otros bienes objetos de preservación. 
Se ahonda en el artículo 19°, 69° y 81° sobre los elementos vinculados a la 
preservación de la salud individual y colectiva, en el numeral 19.2 respecto al 
esquema y arreglo territorial es una herramienta que conforma la organización 
de dicho arreglo territorial; siendo un método especializado de política dirigido 
a la concepción de pautas e indicadores medioambientales planteándose 
exigencias sobre el uso y ocupación ordenada de los espacios territoriales. 
En relación al tema cultura y ambiente se manifiesta la vinculación entre las 
personas y el medioambiente en el cual habitan forma parte fundamental de 
la cultura de los pueblos. Las autoridades gubernamentales promueven las 
manifestaciones culturales cooperen en la preservación y cuidado del 
medioambiente desmotivar las acciones opuestas a tales propósitos.  
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Sobre el tema de turismo sostenible dispuesto en el artículo 81°; las 
instituciones gubernamentales conjuntamente con las instituciones privadas 
hacen uso de mecanismos eficientes para anticipar, moderar y atenuar la 
degradación del medioambiente y sus elementos o componentes, en especial 
a los bienes naturales y bienes del patrimonio cultural vinculados a estos, 
derivados del avance de infraestructuras así como de las actividades 
turísticas y recreativas capaces de provocar efectos perjudiciales sobre los 
mismos.     
Al momento de dar un concepto de aprovechamiento sostenible de los bienes 
naturales en el artículo 84°, Capítulo I, Titulo III sobre la integración de la 
legislación ambiental, se califica como bien natural a todo componente que 
conforme la naturaleza, capaz de ser utilizado por las personas para cubrir 
sus requerimientos vigentes y potenciales dentro de las demandas del 
mercado, de acuerdo a ley.  
Afirmar un concepto desde la ley general del medio ambiente resulta 
imprecisa en medida que los conceptos ambiente y sus componentes no está 
definido taxativamente como elementos del ambiente, razón por la cual se 
tiene que recurrir a las resoluciones del Tribunal Constitucional como máximo 





3.3. Aspectos doctrinarios de la tributación medio ambiental  
3.3.1. Teoría Piguviana 
El impuesto pigouviano, proviene del apellido de Arthur Cecil Pigou, 
economista inglés. Discípulo del ilustre economista Alfred Marshall, Pigou 
pasó su vida académica en la Universidad de Cambridge, siendo que entre 
1901 y 1902 inició a dictar a los alumnos de segundo año el curso de 
economía avanzada, posteriormente en 1908 Pigou fue nombrado profesor 
de Economía Política de la Universidad de Cambridge hasta el año 1943. 
Así pues, el profesor Pigou escribió una serie de trabajos dentro de los cuales 
los trabajos que guardan relación con los impuestos piguvianos fueron: 
Riqueza y bienestar (1912) y La economía del bienestar6 (1920). Pigou 
mencionaba que el Estado tenía la capacidad de mejorar la calidad de vida 
de las personas, como producto de ese argumento, propone arreglar esta falla 
de mercado producida en el sistema de precios por la presencia de las 
imperfecciones del mercado denominadas externalidades negativas las 
cuales no permitían asignar eficientemente los recursos y que; con el cobro 
de un impuesto cuyo monto compensaría los daños causados. 
Es así como nace el denominado Impuesto Piguviano los cuales originan los 
impuestos ambientales o también denominado tributos destinados al cuidado 
del medio ambiente, cuyo objetivo es lograr la internalización de las 
externalidades producidas a través del uso del mismo sistema de precios.  
Para poder frenar la realización excesiva de una actividad dañina que para el 
presente trabajo es la contaminación, Pigou recomendó poner un impuesto 
                                               
6 Es en este libro que Pigou mencionaba que a los "industrialistas" sólo les interesaba maximizar su beneficio 
(beneficio marginal privado). En cambio, en aquellos casos donde la externalidad negativa impactaba en la 
población, el industrialista no tenía incentivos a internalizar el costo social de sus acciones. Dicho de otra 
manera, la "mano invisible' del mercado planteada por Adam Smith no iba a producir el resultado óptimo 
esperado, en efecto, no iba a maximizar el bienestar. A esta falencia del óptimo social Pigou la llamó dis-
servicios incidentales. Hoy en día a esta "falla de mercado" la denominamos "externalidad." 
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sobre el agente generador de la externalidad. Sin embargo, para poder 
corregir esta falla eficientemente el Estado debía tener una forma de estimar 
correctamente el beneficio privado y el costo social de la externalidad; algo no 
tan sencillo de calcular. En pocas palabras, el impuesto pigouviano hace que 
el generador de una externalidad negativa (la contaminación) deba pagar por 
el daño que infringe al resto de la sociedad asumiendo el costo de la 
externalidad. 
El creación de este instrumento económico se origina en la lógica de que a el 
agente contaminador solo le resulta beneficioso contaminar hasta el punto 
que le resulte más barato pagar el impuesto que adquirir tecnología ecológica, 
estimulando comportamientos que favorezcan al medioambiente produciendo 
la eficiencia dinámica. 
Es importante resaltar que el impuesto pigouviano no grava el producto 
asociado con la deseconomía externa, lo que realmente grava el impuesto 
pigouviano es el elemento que forma parte del producto que genera el daño 
sobre los agentes económicos afectados por la externalidad. Para hacerlo 
notar en un ejemplo, donde la externalidad sea el alcoholismo producido por 
el consumo excesivo de alcohol, siendo un elemento alcohol puro o etanol, 
esta bebida a su vez tiene distintas bebidas alcohólicas (como vino, cerveza, 
whisky, vodkas, entre otros) las cuales varían en la cantidad de gramos de 
alcohol puro por litro. Esta externalidad provoca conflicto entre vecinos, 
accidentes automovilísticos, desintegración familiar, inseguridad, etc. Es allí 
donde entra a tallar el impuesto pigouviano gravando cada bebida alcohólica 
en función en la cantidad de gramos de alcohol puro de cada envase. En esa 
lógica daría la sensación de que el impuesto es al producto, dado que el 
componente que causa el daño se encuentra inserto en el producto.     
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Los impuestos Piguvianos fueron inspiración del Principio “El que contamina 
paga” aceptado e implementado por una gran parte de naciones del mundo 
estableciéndose como principio básico de política pública fiscal que 
implementan y ponen en práctica instrumentos económicos como tributos 
destinados al cuidado del medioambiente que favorecen el bienestar de la 
comunidad.  
Según la New World Encyclopedia, Pigou argumentó que la sola existencia 
de las externalidades justificaba la intervención del Estado. También 
mencionó el fracaso del mercado y la necesidad de contar con una autoridad 
central, la cual ajustaría los mercados para alcanzar la asignación de recursos 
socialmente eficiente.  
A pesar de la desafiante propuesta de Pigou, esta se mantiene en la 
actualidad, fruto de ello es el apoyo de un número importante de importantes 
economistas, evidencia de ello es Greg Mankiw, director del Departamento de 
Economía de Harvard, creo “Club Pigou”, entre ellos algunos Premio Nobel 
en economía como Joseph Stiglitz comenta en Worldwatch Insitute: "Hacer 
que la globalización económica funcione será de poca utilidad si no podemos 
resolver nuestros problemas ambientales globales", escribe. En particular, 
Stiglitz destaca la insuficiencia de la actual respuesta internacional al cambio 
climático, criticando la falta de participación de los EE. UU. En el Protocolo de 
Kioto y destacando los grandes obstáculos para incluir tanto a los Estados 
Unidos como a los grandes emisores de gases de efecto invernadero en el 
tratado. En respuesta a estas limitaciones, sugiere un marco climático 
alternativo que se basaría en los impuestos comunes sobre el carbono entre 
las naciones más que en los objetivos negociados de emisiones.”, entre 
abogados y políticos que también conforman este club. 
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Mankiw presenta el Manifiesto del Club de Pigou, señalando: “es un grupo de 
elite de economistas y expertos con el buen sentido de haber apoyado 
públicamente impuestos pigouvianos más altos, tales como impuesto a la 
gasolina o impuesto al carbono. Estos expertos y economistas a menudo 
apoyan reducir otros impuestos para mantener constante la cantidad total de 
impuestos recaudados, aunque muchos otros han propuesto también dedicar 
la recaudación a otros proyectos valiosos”. 
Finalmente, Mankiw menciona dos razones porque los impuestos pigouvianos 
son populares entre los economistas: “Primero, ellos ofrecen a menudo la 
manera menos invasiva para remediar una falla de mercado. Segundo, ellos 
producen recaudación que el gobierno puede usar para reducir otros 
impuestos”. 
3.3.2. Teoría Coasiana  
Según Coase las externalidades se presentan debido a la carencia de 
derechos de propiedad. El derecho sobre la propiedad está conformado por 
títulos legalmente reconocidos sobre el uso, disfrute y disposición de sus 
componentes en relación a la producción de bienes y prestación de servicios 
que son reclamables ante la justicia. Es así que la correcta determinación de 
los derechos de propiedad favorecería en la obtención de la eficiencia del 
mercado. 
Ronald Coase plantea que deben cumplirse tres condiciones: 1) existir 
derechos de propiedad, 2) un número reducido de participantes involucrados, 
y 3) los costos de transacción sean bajos; al cumplirse dichos puntos se 
obtendrían transacciones, negociaciones o convenios privados eficientes, por 
lo tanto, desaparecen las externalidades ya que todas las partes vinculadas 
con la externalidad están incluidas y existen derechos de propiedad. 
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A modo de explicarlo dinámicamente, pongámonos en la situación donde 
cierta zona geográfica está atravesada por un rio y en este lugar habitan 
algunas personas y este lugar es muy agradable, muy limpio y eso fue lo que 
me motivó a hacer un negocio el cual será un restaurant donde la gente llega 
a disfrutar del paisaje y comen al lado del rio, por lo tanto yo tengo un buen 
negocio en armonía con la naturaleza, sin embargo rio arriba llega otro tipo el 
cual instala una fabrica la cual produce insecticidas resultando que este 
producto es contaminante ahora se entiende que esta fábrica tiene costos de 
producción los cuales incluyen costos de los materiales, costos de la mano de 
obra, costos indirectos, entre otros. Entonces, estos costos de producción son 
generados por el productor y serán asumidos por la fábrica, a estos costos de 
producción se les denomina costos privados. Ahora bien, en esta situación 
resulta muy cómodo y barato desechar residuos contaminantes al rio, y esa 
agua la cual era cristalina y limpia empieza a ponerse turbia, produce mal olor 
y mortalidad de peces, en otras palabras, deterioro del ambiente que empieza 
a afectar la salud de las personas: y el restaurant en la medida que nadie va 
a querer venir al restaurant por el rio contaminado. Estos costos no son costos 
privados estos son costos externos pues la industria no paga la afectación a 
la flora y la fauna, las personas y el restaurant. 
Regresando a los tres puntos que plantea Coase 1) si existen derechos de 
propiedad, es decir si hubiera un dueño del rio, 2) si solo un número pequeño 
de participantes están involucrados en el caso planteado si solo estuviesen 
involucrados, la fábrica, el restaurant y unos pocos vecinos, y 3) si los costos 
de transacción son bajos, el costo de establecer una negociación o convenio 
entre las partes para regular el nivel de contaminación. Solo en esa situación 
en la cual el resultado sea eficiente, por lo tanto, no hay externalidad.  
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Este resultado es el mismo independientemente quien sea el poseedor de los 
derechos de propiedad, es decir, si la empresa es la dueña del rio entonces, 
los otros no tendrían derecho a reclamar la afectación; en sentido contrario si 
los vecinos fueran los dueños del rio entonces sería la empresa la que no 
tendría derecho de contaminarlo.  
Ahora, ¿Cómo se puede dar solución al problema? Puesto que en esta 
situación nadie es dueño del rio, por lo que el teorema de Coase no sería 
aplicable a todos los casos, en estas situaciones donde el mercado falla, el 
estado puede intervenir con la generación de impuestos para corregir esta 
falla.  
3.3.3. El Estado como regulador del problema de la contaminación 
La llamada potestad tributaria 
Acuerdo a lo que sucede en el gobierno central, es la misma constitución que 
limita la potestad tributaria del gobierno regional y local concediéndoles solo 
la creación de tasas y contribuciones, en base a la idea de limitación territorial, 
debiéndose entender que dichas potestades del gobierno regional y local solo 
pueden llevarse a cabo dentro de su jurisdicción. Eventualmente el congreso, 
vía delegación de facultades conferidas al poder ejecutivo, podrá crear 
impuestos que se apliquen a favor de los gobiernos regionales y locales. 
Se puede observar en el artículo 77° de la constitución de 1979, como señala 
de manera expresa que todos tienen la obligación de cumplir con el pago de 
tributos que les compete y resistir proporcionalmente los gravámenes 
dispuestos por ley para sustentar los servicios gubernamentales. En dicha 
constitución se otorga potestad tributaria al gobierno central, a los gobiernos 
regionales y locales. Sin embargo, en el periodo de vigencia de esta 
constitución no se lleva a la práctica dicha potestad. 
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La actual constitución de 1993 dispone en el artículo 74° que el Estado 
peruano, en su facultad de desempeñar la potestad tributaria, se encuentra 
en el deber de respetar los principios como reserva de ley, igualdad, derechos 
fundamentales de las personas, y que la creación de tributos no vulnere el 
principio de no confiscatoriedad. Se separó la potestad tributaria para los 
gobiernos regionales limitando sus facultades a la creación de tributos 
clasificados como tasas y contribuciones, se concede a los gobiernos 
regionales y locales derecho de iniciativa y propuesta legislativa en materias 
que les son pertinentes, llámese tributos y contribuciones, dentro de estas 
facultades de potestad tributaria, cabe resaltar que en ejercicio de dichas 
facultades la creación de contribuciones y tasas no deben contraponerse en 
la medida que dichos dispositivos recaen a fin de cuentas en la administración 
del gobierno regional. En todo caso dichas medidas no podrán ser soportadas 
por los contribuyentes, los cuales podrían adoptar medidas informales para 
evadir la sobrecarga de tributos, más aun cuando el sector informal no 
representa presión por parte de las autoridades gubernamentales.  
Cuadro N° 2: 





TRIBUTOS NORMA Y 
DISPOSITIVO 
Central  Legislativo Impuestos Ley 
Contribuciones 
Tasas 
Ejecutivo Derechos arancelarios  Decreto Supremo 
Tasas 





Regional Regional Contribuciones Ordenanza 
Tasas 
Local Municipal Contribuciones Ordenanza 
Tasas 
Nota: Fuente: Yacolca Estares Daniel (2009) Derecho tributario ambiental, Perú, Editorial 
Grijley (p. 57). 
Del cuadro citado se aprecia cuáles son los niveles de gobierno que pueden crear 
tributos en el Perú, y la importancia de tener en cuenta: 
- Los niveles de gobierno.  
- La facultad o potestad tributaria. 
- La disposición legal que aprobara el tributo. 
3.4. Fundamentación económica de los tributos ambientales 
Son considerados instrumentos o herramientas de carácter económico conforme la 
conceptualización del Programa de las Naciones Unidas para el Medio Ambiente 
(PNUMA), todos los que influyen en los costos y ganancias atribuibles al rumbo de las 
alternativas que afrontan los agentes, impactando por ejemplo en los beneficios de 
ciertos procesos y tecnologías alternas, de igual manera en el precio de un producto o 
actividad determinada y resultado de ello las elecciones de los productores y 
consumidores.  
A través del uso de instrumentos económicos se alcanzan dos objetivos: 1) que los 
agentes económicos cubran el costo del valor social de los recursos naturales y 
servicios ambientales los cuales aprovechan para su beneficio; 2) encargarse de los 
costos que generan sobre otros al poner en práctica sus actividades de producción o 
consumo, de igual manera el momento de disponer de desechos en la ejecución de 
ambas funciones económicas. 
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Al interior de los llamados instrumentos económicos de política fiscal existen diversas 
formas de aplicación, una de ellas son los tributos destinados al cuidado del medio 
ambiente, la creación de mercados de permisos de emisión transables, el pago por 
servicios ambientales, entre otros instrumentos creados para el cuidado del 
medioambiente. 
La aplicación de este tipo de herramientas se da desde la década de los setenta, 
siendo de uso ocasional, es en este periodo que se fijan cargos al consumidor con la 
finalidad de desincentivar la adquisición de bienes que sean nocivos para el 
medioambiente; más adelante, en la década de los ochentas se instauran gravámenes 
con fines recaudatorios destinados a financiar tecnologías que contribuyan al cuidado 
del medioambiente; más adelante a inicios de los noventas estos impuestos adquieren 
una mayor atención por parte de los diferentes gobiernos debido a la expansión de la 
conciencia ambiental a nivel mundial, traduciéndose en incentivos fiscales que permita 
promover la internalización de conductas (subsidios, reducciones impositivas, apoyo a 
grupos económicos vulnerables a la elasticidad - precio), por otro lado, algunos de los 
impuestos ya existentes se modifican ahora con una finalidad ambiental o extrafiscal. 
Sin embargo, y tal como se explica más adelante, la aplicación de este tipo de 
instrumentos económicos presenta una práctica bastante desigual, toda vez que en 
países Europeos se ha avanzado bastante en la implementación y aplicación de dichos 
instrumentos, caso contrario en América Latina donde se han implementado y aplicado 




Tipos de instrumentos económicos para la protección ambiental 
TRIBUTO Recae específicamente sobre las 
actividades que desea reducir el gobierno 
en uso de la potestad tributaria. 
DISTRIBUCIÓN DE DERECHOS DE 
PROPIEDAD  
Se formula que una correcta definición de 
derechos de propiedad, como 
consecuencia de ello se obtendría un 
correcto aprovechamiento sostenible de 
los recursos ambientales, por ejemplo, los 
derechos sobre el uso del suelo. Los 
derechos pueden ser designados en forma 
de propiedad individual o propiedad 
colectiva como sucede en las comunidades 
nativas. 
CREACIÓN DE MERCADOS  Este tipo de instrumento dan paso a los 
denominados “permisos de emisión 
transable o negociable”, generando un 
mercado para bienes ambientales creando 
un instrumento de transacción de 
determinadas cuotas de emisión o 
permisos de emisión que otorga un Estado. 
Estos permisos permiten tener un límite en 
la cantidad de emisión de gases 
permitiendo transferir estos permisos de 
emisión a otras empresas con el fin de 
garantizar el cumplimiento de la normativa 
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en cuanto a los límites de contaminación y 
protección del medioambiente. Para tal 
efecto, es básico que exista la imposición 
sobre las cantidades máximas permitidas 
de las actividades contaminantes que se 
pretenden restringir y eliminar a largo plazo 
(por ejemplo, dióxido de carbono, 
monóxido de carbono, emisiones de 
sulfuro y otros materiales particulados). 
REEMBOLSO DE DEPÓSITO En este tipo de instrumento se desea que 
las los agentes económicos paguen un 
depósito al momento de adquirir 
determinados productos en particular (por 
ejemplo, botellas de plástico, los Tetra Pak, 
botellas de vidrio, bombillas, latas de 
aluminio, baterías, entre otros que se 
asigne particularmente). Una vez utilizado 
en su vida útil o consumida su contenido, 
son devueltos a la tienda, centro comercial 
o centros de acopio donde se efectuó la 
venta con la finalidad de recuperar el 
depósito abonado. 
SUBVENCIÓN DE ACTIVIDADES  Es un instrumento usualmente puesto en 
práctica para promover actividades que 
reduzcan el costo de agentes económicos 
vulnerables por ajustes de políticas 
públicas. Pueden basarse en 1) 
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subvenciones de capital, 2) préstamos con 
una tasa de interés baja o cero, o 3) 
descuentos y/o beneficios sobre tributos. 
ASIGNACIÓN DE 
RESPONSABILIDADES 
Son acciones que se ejecutan para 
compensar daños y perjuicios por 
responsabilidad ambiental o salud, 
exponiendo información sobre el daño 
públicamente y ejecutando garantías para 
cubrir costos de compensación. 
ACUERDOS VOLUNTARIOS Este tipo de instrumento es voluntario para 
las empresas, consta de informar sobre las 
buenas prácticas de gobierno corporativo 
como la producción limpia y certificaciones 
de calidad y compromiso ambiental. 
GRADUACIÓN DE PRIMAS  Este tipo de instrumento se basa en aplicar 
un régimen de seguro ambiental de 
acuerdo al rubro de la empresa como 
requisito para la constitución de empresas 
en algunos países, determinado de 
acuerdo al nivel de la complejidad 
ambiental de dicha actividad y clasificado 
según la categoría que se le asigne de 
acuerdo a la valoración de contaminación 
ambiental que se estime para 
determinados rubros empresariales.  
 
Fuente: Elaboración propia. 
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Al iniciar el segundo milenio, se establecen objetivos destacables en relación a la 
aplicación de instrumentos económicos, mediante la Reforma Fiscal Verde (RFV) 
implementada por la mayoría de los países miembros de la OCDE, implementándose 
con mayor avance en los miembros Europeos. 
El espíritu de la denominada reforma fiscal verde sobrepasa los fines meramente 
recaudatorios y plantea la necesidad de una óptica extrafiscal, es decir, integrar los 
problemas medioambientales al sistema tributario de los países europeos. De esta 
forma, se cambió la finalidad recaudatoria de una serie de tributos por tributos 
destinados al cuidado del medioambiente con un concepto de neutralidad 
recaudatoria, lográndose mediante la reducción algunos gravámenes como la renta 
sobre el trabajo, las renta de capital, o compensaciones sobre agentes económicos 
vulnerables, es decir, con el tributo ambiental recaudado reducir algunos tributos con 
el fin de mantener dicha neutralidad. 
 
Figura N° 1.  
Evolución de los instrumentos económicos en los países de la OCDE 
 
Fuente: Graciela, Paola Mendoza, Sara Ávila (2002) “Impuestos ambientales. 
Lecciones en los países de la OCDE y experiencias en México”, p. 20.  
35 
 
3.4.1. Análisis costo beneficio  
Se puede asumir como los beneficios conexos a la evolución del concepto 
ecológico, haciendo emerger recientes fundamentos a través de: 
 “Producción: Estimular avances sobre el uso de bienes naturales, que 
comprende el crecimiento en la producción, disminución de desechos y 
gasto en energía además de utilizar de la manera más óptima los 
recursos.   
 Innovar: Ocasión para renovar o transformar incentivando mediante la 
adopción de estas políticas fiscales y requisitos en un escenario que haga 
el llamado a nuevas formas de generar valía y tratar las dificultades 
ambientales. 
 Mercado contemporáneo: desarrollo en la creación de mercados 
incentivando la demanda de producción de bienes, prestación servicios y 
desarrollo de tecnología que contribuyan con el medioambiente, 
generando ocasión para nuevos empleos. 
 Confianza: Proporcionar seguridad al inversionista por medio de mejores 
perspectivas a futuro y solides en relación a la forma de trabajo en que 
los gobiernos afrontan las dificultades ambientales que consideran 
indispensables. 
 Consistencia: situación macroeconómica más controlada o mesurada, 
menor inestabilidad en el precio de los bienes y mejor sostenimiento de 
la consolidación fiscal. 
Son los costos con una perspectiva de reducción de riesgos en el 
crecimiento de: 
 Reducción de recursos: cuando los recursos son escasos o disminuye la 
calidad ocasionando un mayor costo de inversión, como consecuencia un 
mayor gasto en capital se corresponde con la perdida de bienes 
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medioambientales en una situación donde se podría generar grandes 
excedentes sobre las ganancias, sin embargo, dicho proceder debilitaría 
el sostenimiento de los agentes que se benefician de los bienes 
ambientales, asimismo impediría un ambiente equilibrado para el futuro.      
 Inestabilidad medioambiental que acrecienta el riesgo de mostrar 
consecuencias complejas y altamente dañinas con efectos que podrían 
ser irreversibles. El propósito de reconocer las causas que originan el 
cambio climático y los principales impactos en el ambiente advierte que 
comenzado a extralimitarse7.” 
3.4.2. Contaminación ambiental y economía ambiental  
Contaminación ambiental  
Como bien define Carlos Westreicher, “la contaminación ambiental se 
provoca cuando la persona humana añade en el ambiente, directa o 
indirectamente, elementos biológicos, físicos y químicos o una mescla de los 
mismos, proporciones que exceden los topes permisibles o se mantienen por 
un periodo variando el estado inicial de los bienes naturales, con 
consecuencias perjudiciales o dañinas para la naturaleza, la salud o las 
propias cualidades de la naturaleza. 
Definición que se ajusta a la adoptada por el Ministerio del Ambiente (MINAM) 
dado que una de las razones por las que nuestro entorno natural deja de ser 
saludable es en gran medida por la contaminación ambiental de dichos 
agentes contaminantes que exceden los límites máximos permisibles o se 
incumplen los estándares de calidad ambiental, como consecuencia surgen 
efectos que se manifiestan en la modificación de algunos hábitats ; 
produciendo y extendiendo las enfermedades y muerte masiva de seres vivos 
                                               
7 Hacia el crecimiento verde – Un resumen para los diseñadores de políticas mayo 2011 (Contribuciones a la 
Cumbre de Rio de Janeiro de 2012), folleto preparado por la Reunión del Consejo en Nivel Ministerial de la 
OCDE, 25-26 de mayo 2011, Editora OCDE 50, Paris. 
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y en determinadas ocasiones causando la desaparición de especies animales 
y vegetales, en resumen, la degradación de la calidad de vida afectara el uso 
y goce de un ambiente equilibrado.  
Economía ambiental  
Existencia y eficacia de la fiscalidad ambiental: 
Eficacia  
Según Pablo Sandoval8 afirma efectividad de la política fiscal medioambiental 
se consigue ya que “el grado de recaudación se aproximaría a cero, situación 
que sugiere una buena eficiencia en el empleo de disposiciones que ocasione 
rápidas alteraciones en las conductas de los agentes económicos”, es decir, 
a menor recaudación menor contaminación y menor pago de impuestos por 
lo tanto, la medida tributaria ambiental es eficiente (véase el caso de Holanda 
y Cataluña) concepto que se respalda con un ejemplo, el cual es mencionado 
en la cita del mismo autor, de la siguiente manera: “como aconteció en la 
utilización de la tasa de saneamiento industrial empleado en Holanda y más 
tarde en Cataluña, en los dos casos los ingresos por recaudar no paraban de 
reducirse como fruto de la respuesta favorable de las empresas puesto que, 
eran conscientes que al reducir la actividades contaminantes adicionalmente 
reducían el consumo de agua y en general costos ambos a la vez”.   
Existencia  
Si los propios agentes económicos como son las personas naturales y 
jurídicas no internalizan los costos ambientales, el Estado es el indicado para 
implementar medidas que lleven al reconocimiento de es estos costos 
ambientales (impacto ambiental), mejor aún si al asumir estos costos los 
resultados son positivos para los agentes económicos y para el medio 
                                               
8 Pablo Sandoval Cabrera profesor de la Universidad de Guadalajara – México. Revista electrónica 
iberoamericana ISSN 1988 – 0618, Vol. 2, Nº 1 
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ambiente, en esa línea de pensamiento Pablo Sandoval define de la siguiente 
manera la existencia de la fiscalidad ambiental: “la presencia de la política 
fiscal ambiental representa el la aceptación de que cuando se muestran 
efectos de naturaleza ambiental se acredita la participación del Estado para 
regularizar o suprimir dichos efectos, haciendo uso de medidas viables para 
internalizar el costo medioambiental en contrapartida de los costos de los 
agentes que practican actividades contaminantes”, así también Coase (1994) 
reconoce que “cuando los costos de intercambio o transacción son favorables, 
la practica estatal tiene tendencia a producir resultados deseables mejores 
que la negociación de individuos por medio del mercado… lo importante es el 
aceptar y reconocer que es indispensable internalizar los costos por el uso de 
bienes y servicios medioambientales indistintamente de instrumento que se 
emplee para dicho fin.” 
Políticas fiscales 
Los instrumentos económicos para conservar las bases naturales de la vida 
humana y conseguir un desarrollo sustentable, es decir la política ambiental 
radica en sancionar o recompensar a los individuos según conducta 
medioambiental. Situación que se propone con la fiscalidad ambiental, 
conceptualizándose como la aplicación del régimen fiscal como vía para 
estimular cambios de conducta que se consideran favorables desde una 
perspectiva medioambiental. 
Por otra parte, dichos estímulos de carácter económico no deben 
contemplarse como instrumentos opcional con respecto al resto, por el 
contrario deben verse como instrumentos complementarios. De manera 
puntual se refiere a la tributación ambiental que permite "internalizar" los 
costos externos, es decir, los efectos negativos originados en los costos de 
transacción, vale decir, externalidades negativas, que impacta a terceros, los 
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cuales no intervinieron en dichos costos de transacción. En vista de ello, la 
aplicación del principio "quien contamina paga" hace que la distribución de los 
bienes medioambientales tenga mayor eficiencia en el mercado de 
transacciones. De modo que, si los costos medioambientales son aceptados 
por los responsables los efectos negativos disminuyen. El propósito esencial 
de la tributación con fines medioambientales no son los ingresos por 
recaudación, la finalidad real es modificar conductas. El destino de la 
recaudación es una cuestión secundaria, sin embargo no se puede 
desconocer el valor de dicha recaudación en momentos de crisis. La política 
fiscal en materia ambiental puede realizarse a través de la creación de 
tributos, sin embargo, también será necesario modificar algunos tributos ya 
existentes. 
Ahora, en cuestión de beneficios fiscales tributarios, dicha fiscalidad propicia 
promover incentivos y compensaciones por el cumplimiento de prácticas que 
beneficien al medioambiente y como consecuencia genera bienestar de la 
población, presentándose en actividades asociadas a la preservación de los 
bienes naturales, un ejemplo de ello puede darse en las deducciones o 
incentivos en el impuesto a la renta, o en otro tipo de tributo a los propietarios 
de bosques forestales que pongan en práctica medidas de preservación de 
bienes medioambientales, como sistemas tecnológicos que reduzcan la 
emisión de gases contaminantes en empresas de producción masiva que 
comprenda un beneficio ambiental para el integro de la población. 
En ese sentido el análisis económico del medio ambiente y los recursos 
naturales, en el caso de problemas ambientales, las externalidades negativas 
afectan en perjuicio de los bienes y servicios públicos como la atmósfera, las 
fuentes de agua, los bosques, espacios públicos, reservas naturales, 
patrimonio de las empresas públicas, fondos públicos, servicio de electricidad, 
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labores judiciales, servicio de agua y luz, salud pública, por citar algunos 
ejemplos. Al tratarse de bienes o servicios no excluyentes, por definición, se 
generan problemas de “free riding9” dado que no existe incentivo para que los 
individuos contribuyan para su conservación. Esto significa que, sin 
intervención del Estado, el mercado proporcionara en menor medida calidad 
ambiental situación que afectaría negativamente a dichos bienes y servicios 
públicos sobrepasando los límites perjudiciales socialmente deseables.  
Una alternativa para corregir estas fallas de mercado como son las 
externalidades los y bienes públicos se ha planteado como un método 
eficiente y justificada la intervención del Estado. Su actuar encuentra un 
rumbo cuando dicha intervención se justifica en estas fallas de mercado que 
están comprometidas o vinculadas a los objetivos de gobierno como es la 
calidad del medioambiente, calidad de vida que necesita la población y, 
extensivamente procurar la supervivencia humana y las demás formas de vida 
del planeta. 
Al respecto, el Estado tiene la facultad de aplicar de diferentes herramientas 
de política fiscal ambiental. Una de ellas son: a) las medidas de gobierno, 
vinculadas con la reglamentación mediante la creación de dispositivos legales 
(límites, prohibiciones, licencias de funcionamiento, licencia de construcción, 
licencia para elementos publicitarios, entre otros.). Por otra parte se encuentra 
a b) los instrumentos económicos, que tienen con fin “corregir” estas 
imperfecciones del mercado sobre el precio de los bienes y la prestación de 
                                               
9 El problema del free riding se articuló analíticamente en la lógica de la acción colectiva: bienes públicos y la 
teoría de los grupos (1965) por el economista político estadounidense Mancur Olson. Para los estados, la 
gestión de las preocupaciones ambientales les impone una carga individual en relación con la regulación y el 
gasto de los impuestos. Por lo tanto, hay pocos incentivos para que los estados o corporaciones individuales 
hagan otra cosa que no sea el viaje gratis. Sin embargo, colectivamente, este es el peor resultado posible para 
el medio ambiente. Esto resalta la preocupación fundamental en el corazón de la identificación de Olson con 
este tema: que el comportamiento individualmente racional (es decir, la conducción libre) es probable que 
produzca resultados colectivamente irracionales. (Heather Savigny. (22 de mayo de 2018). Conducción gratuita 




servicios para que se incorpore al costo social que impacta a todos los 
estratos de la sociedad como es el caso de externalidades negativas por 
contaminación; algunos modelos de estos instrumentos son el tributo 
ambiental, los permisos de emisión negociable y la graduación de primas. 
Las herramientas de política ambiental son complementarias entre sí, 
dándose la posibilidad de utilizarlas individual o conjuntamente. Dichos 
instrumentos económicos, son parte de las decisiones en materia de política 
fiscal jugando un rol indispensable para la obtención de los objetos 
ambientales de cada gobierno. 
La política ambiental incorpora penalizaciones de ciertas conductas con la 
finalidad de contribuir con los objetivos extrafiscales de índole ambiental. Al 
plantearse un objetivo extrafiscal, concepto que escapa del concepto de 
financiamiento con por recaudación, convirtiéndose en un beneficio fiscal y 
ambiental aplicar medidas como tributos ambientales los cuales reciben 
diferentes denominaciones en los diferentes países del mundo. 
Previo a pasar al tema concreto de tributos destinados al cuidado del 
medioambiente o denominados en la jerga política tributos ambientales, se 
debe mencionar que en la aplicación de política fiscal con objetivos 
ambientales se tiene en consideración el impacto que tiene en el sistema fiscal 
actual y evaluación de posibles reformas. En suma, cualquier propuesta para 
promover política fiscal ambiental debe pasar por una evaluación del efecto 
de implementar este instrumento económico jurídico en la normatividad 
vigente dentro de la estructura del sistema nacional de gestión ambiental. 
En aplicación de política extrafiscal para beneficio del medioambiente son los 
tributos que pueden ser destinados al cuidado del medio ambiente o 
meramente con fines recaudatorios, cabe resaltar que en nuestro país el pago 
por cargos y tasas por aprovechamiento en consumo de los bienes y 
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prestación de servicios ambientales, logra cubrir los costos operacionales de 
algunos servicios tales como el suministro de agua, el suministro de 
combustibles, la gestión de residuos o algún programa de control sobre la 
contaminación ambiental; siendo el Ministerio del Ambiente (MINAM), los 
Municipios, el Organismo de Evaluación y Fiscalización Ambiental (OEFA), la 
Autoridad Nacional del Agua (ANA), la Dirección General de Salud Ambiental 
e Inocuidad Alimentaria (DIGESA), el Servicio Nacional de Sanidad Agraria 
(SENASA), los organismos que custodian estas actividades con sus 
diferentes funciones y facultades sin embargo la política nacional aún no está 
orientada con fines extrafiscales que puedan encaminar una Reforma Fiscal 
Verde (RFV). 
Cabe agregar que la Organización para la Cooperación y Desarrollo 
Económico (OCDE) como la Agencia Europea del Medio Ambiente (AEMA) 
coinciden en que la política fiscal con objetivos ambientales, es decir, la 
política extrafiscal es un medio esencial en materia ambiental. Dicho lo 
anterior se puede decir que la un gran porcentaje de países que conforman la 
OCDE y la Unión Europea cuentan con dichos tributos ambientales, por citar 
el más concurrido, impuestos sobre la energía; los cuales evidencian una 
repercusión positiva no obstante en algunos casos no se crearon para tales 
fines. En definitiva se puede concluir que la política fiscal ambiental ha 
trascendido mundialmente a diferencia con lo que acontece en países de 




Gráfico Nº 1.  
Recaudación de los impuestos ambientales en los países de la OCDE, en 
porcentaje respecto del PIB, 2000 y 2011. 
 
Nota: “Fiscalidad ambiental e instrumentos de financiación de la economía 
verde”, Jofra, M., (31 de enero del 2014). Recuperado de 
http://wp.forumambiental.org/wp-
content/uploads/2017/11/fiscalidad_ambiental.pdf  
3.4.3. Teoría de externalidades 
Cuando un mercado ocasiona una afectación a otras personas que no son 
consumidores y ofertantes que interactúan en ella, estas afectaciones 
indirectas se les llama externalidades. Estas llegan a producir un desarrollo 
ineficiente de los mercados, por lo que impiden que se llegue a un óptimo del 
excedente, es decir asignar eficientemente la asignación de recursos. Dicho 
lo anterior, una externalidad se manifiesta cuando una persona participa en 
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una actividad que afecta el bienestar de terceros y estos no pagan ni reciben 
compensaciones por estos efectos no deseados. 
Como bien lo define en Ministerio de Economía y Finanzas – MEF10, una 
modalidad de fallas de mercado son realizadas cuando el productor o el 
consumidor de un determinado bien o bienes tienen una afectación directa 
sobre otros consumidores o productores que no forman parte de dichas 
transacciones de compra o venta, y dichos efectos se ven reflejados en el 
precio de mercado.  
Cuando el impacto sobre un tercero es perjudicial la externalidad es negativa, 
por otro lado, cuando el impacto es positivo la externalidad se le llama 
externalidad positiva; por ejemplo: gases de escape de los automóviles 
(externalidad negativa) y la investigación de nuevas tecnologías y la 
aplicación de estas (externalidad positiva). 
Ahora, es necesario conseguir un producto socialmente óptimo siendo una 
herramienta práctica el concepto de internalización de una externalidad que 
consiste en la alteración de incentivos para que las personas tengan en 
cuenta los efectos externos de sus actos, de manera que el gobierno 
promueve la internalización de externalidades para un crecimiento sostenible 
utilizando como instrumento la aplicación de tributos a una serie de 
actividades de producción con el fin de reducir la cantidad de equilibrio a la 
socialmente deseable. 
  
                                               
10 MEF, 2018, “Análisis de fallas de mercado”, Dirección General de Política de Inversiones – Dirección de 





Gráfico N°2:  
Polución y optimo social  
  
Nota: “Externalidades”, Universidad Carlos III de Madrid, (15 de noviembre 
del 2017). Recuperado de http://ocw.uc3m.es/economia/fundamentos-de-la-
economia/material-de-clase-1/Economia7.pdf 
La intervención de gobierno no es siempre necesaria cuando se busca 
soluciones al problema de las externalidades negativas, situación que plantea 
el Teorema de Coase en su investigación sobre los derechos de propiedad 
dando un enfoque teóricamente atractivo que consiste en asignar derechos 
de propiedad de tal modo que los agentes económicos internalicen las 
externalidades. Por ejemplo; ubiquémonos en el contexto que dos personas 
se encuentran en una sala juntos uno de ellos es fumador y el otro es un no 
fumador, en esta situación se carece de cualquier regulación, por lo que el 
fumador encenderá un cigarrillo cuando lo desee; sin embargo, asignar 
derechos de propiedad diseñados correctamente cambia los efectos externos 
así pues, en este caso se asigna derechos de propiedad sobre el aire puro en 
la sala a uno de los agentes se producen dos situaciones, 1) si los derechos 
de propiedad son conferidos al no fumador, el fumador tendrá que compensar 
al no fumador para encender un cigarrillo; 2) en caso los derechos de 
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propiedad se confieran al fumador, el no fumador deberá compensar al 
fumador para que se abstenga de fumar.  
El otorgamiento de derechos de propiedad solo afecta la distribución del 
ingreso pero no el resultado final, en este caso dejar de fumar y para la 
presente investigación la protección del medio ambiente. Por lo que, la 
solución de Coase demanda de negociaciones costosas entre los agentes 
económicos involucrados, además de un costo de transacción adicional como 
la existencia de información asimétrica, razón por la cual se limita la aplicación 
de su teorema. 
Por otra parte, la intervención del estado mediante regulación donde el 
gobierno puede evitar las externalidades representado por los llamados 
Impuestos Pigouvianos, postura que se sostiene por impuestos (para la 
presente investigación tributos) adecuadamente diseñados pueden corregir 
los efectos de una externalidad negativa. Por ejemplo, si el Ministerio del 
Ambiente – MINAM quiere reducir la cantidad de polución producida por una 
industria, entonces puede 1) regular que las empresas del sector reduzcan 
los niveles de contaminación hasta una cantidad determinada, instrumento 
que ya se utiliza con los límites máximos permisibles (LMP), 2) Implementar 
tributos, como los impuestos a diferentes cantidades de polución emitida por 
las empresas del sector (impuesto pigouviano).  
Examinemos brevemente ahora, la actividad contaminante que produce una 
pérdida de bienestar y no es compensada genera la externalidad negativa, 
cuando se dan dos condiciones: 
a) La actividad de un agente causa una pérdida de bienestar a otro agente. 
b) La pérdida de bienestar no es compensada.  
Los agentes generadores de la externalidad usualmente son las empresas, 
pero también se debe incluir a las personas naturales e incluso el gobierno, 
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este último en sentido que es generador de externalidades a través de la 
legislación defectuosa o regulaciones insuficientes, entonces se puede 
ordenar a los generadores y afectados de la contaminación de la siguiente 
manera:  
Generador de la externalidad: Empresa, individuo y gobierno. 
Afectado por la externalidad: Empresa e individuo.    
3.4.4. Teoría del bien común  
El tribunal constitucional no ha precisado la definición el bien común, pero 
sostiene que en un país con democracia el bien común es idéntico o 
equivalente al interés de la sociedad y ello da una referencia de su alcance y 
definición: 
“El análisis del régimen económico según la constitución de acuerdo al 
artículo 43° de la constitución, sobre el estado social y democrático de 
derecho que ubica en el bien común su razón fundamental, explicándose que 
en materia económica es fundamental que toda acción sea conducida por la 
justicia y la caridad como leyes de mayor rango del orden social (…) es 
imprescindible fijar una estructura jurídica nacional e internacional, bajo el 
precepto de justicia social y a través de un esquema de entidades estatales y 
privadas permita a los agentes dedicados a actividades económicas ajustar 
debidamente sus propios intereses con el bien común11”. 
De acuerdo a la cita hecha se puede resaltar algunos puntos importantes: 
a) Bien común es equivalente al interés de la comunidad o población.  
b) Es indispensable ajustar debidamente los intereses particulares con el bien 
común 
                                               
11 El máximo intérprete de la constitución emitió el 11 de noviembre del 2003 en el Expediente 0008-2003-AI-
TC sobre la acción de inconstitucionalidad interpuesta por don Roberto Nesta Brero, en representación de 5728 
ciudadanos, contra el artículo 4 del Decreto de Urgencia 140-2001. 
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c) es imprescindible fijar una estructura jurídica nacional e internacional, bajo 
el precepto de justicia social siempre que se contemple el bien común.  
Acerca del mencionado por el tribunal constitucional sobre el llamado “interés 
de la sociedad” como idéntico al interés público o bien común, dispone lo 
siguiente:  
“En el punto 33 se califica al interés público a las actividades o bienes que por 
apreciación de concurrencia, en general los ciudadanos consideran “algo” 
esencial o necesario para convivir en sociedad. 
En otros términos, todo aquello, que por acuerdo, se concuerda y estima como 
conveniente y preciado para la colectividad, al cabo de exigir al Estado a 
validarlo como un fin perseguido en atención al beneficio de la colectividad. 
Bajo dicho precepto, la organización política nunca podrá perseguir fines que 
se ocupen sobre intereses privados o particulares. 
En ese asentir, es importante promover la creación de herramientas eficientes 
para garantizar y establecer acciones que posibiliten la defensa del interés 
público12”. 
Dentro de este marco el bien común está vinculado con la existencia de toda 
la sociedad, con mayor trascendencia cuando se trata de la democracia, 
situación donde convergen y discrepan opiniones; en definitiva los agentes 
que pertenecen a la sociedad tienen intereses particulares y otros intereses 
que comparten, la suma de este último forma un conjunto de personas que 
tienen un mismo fin; de modo que este interés mayoritario es equivalente al 
bien común.  
                                               
12 El máximo intérprete de la constitución emitió el 15 de junio del 2004 en el Expediente 3283-2003-AA-TC 
sobre acción de amparo interpuesta por Taj Mahal Discoteque, representada por don Teodoro Camayo Quinte, 




La democracia tiene la característica de comparar diferentes posiciones en la 
sociedad, excluyendo lo particular y admitiendo lo colectivo siempre que sea 
en harás del bien común, es decir, que se encuentren dentro de los valores 
constitucionales en especial respetando los derechos fundamentales de esta 
manera el interés colectivo estaría respaldado con los parámetros generales 
de validez. 
A su vez es importante distinguir entre consenso y concertación, en el primer 
caso el acuerdo es unánime; en el segundo caso se llega a una concesión 
recíproca, es decir, se acuerda un punto en común sacrificando parte de los 
intereses propios. 
Es por esto que en la vida en democracia, obtener el bien común se presenta 
con la concertación dado la cantidad de individuos que conforman la sociedad 
de una Nación; así pues se ha tratado de dar alcances acerca del concepto 
de bien común, no obstante dicho concepto requiere aun mayor precisiones. 
 “En el punto 11 se incluye que el interés público está relacionado al beneficio 
de todos, por ello, es equivalente o idéntico al interés general de la sociedad. 
Su conformidad integra una de las finalidades del Estado y acredita la 
existencia del mismo.   
El estado está compuesto por órganos en orden jerárquico, encargado de 
hacer respetar los fines estatales tomando consideración especial a la 
celeridad y eficiencia en beneficio del interés público.  
El interés público tiene tal importancia que el Estado reconoce o valida como 
uno de los fines que se deben monitorear primordial y continuamente.13” 
Examinando dos puntos importantes, a) el interés público o bien común es un 
concepto indeterminado ya que depende de las apreciaciones de la sociedad, 
                                               
13 Sentencia del Tribunal Constitucional emitida el 05 de julio del 2004 en el Expediente 0090-2004-AA-TC 
sobre acción de amparo interpuesto por don Juan Carlos Callegari Herazo, el Ministerio de Defensa. 
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por lo tanto, cambiara de contenido de acuerdo los habitantes de la sociedad 
en la que lo evaluemos, b) debido a los eventos que se puedan presentar en 
la sociedad, algunos puntos de vista sobre el interés público variaran en 
función de las necesidades y características de la sociedad. 
Recogiendo lo más importante sobre el concepto de bien común como 
idéntico de interés general e interés público según el tribunal constitucional es 
considerado como las pretensiones comunes de la sociedad que parten de 
los intereses individuales, y la democracia como instrumento que contribuye 
a la determinación del bien común y la oportunidad de encontrar 
concertaciones.  
Marco de la OCDE para medir el bienestar en los países en desarrollo  
Existen muchos objetivos para evaluar el bienestar, uno de ellos es el 
crecimiento económico denominado en la OCDE como condiciones 
materiales; por otra parte está la calidad de vida, que es la medida del 
bienestar de la persona en áreas como la salud, balance vida-trabajo, 
educación, relaciones sociales, compromiso cívico y gobernanza, seguridad 
y calidad del medio ambiente. Ambos elementos conforman el bienestar 
individual evaluado por la OCDE. 
En el contexto actual se ha destacado un consenso sobre la necesidad de ver 
más allá de los indicadores macroeconómicos y valorar más aspectos de la 
vida, para tener un mejor entendimiento si la situación de bienestar está 
mejorando realmente en un país o región, para ello la OCDE en su iniciativa 
“Para una vida mejor” (2011), mantiene como objetivo principal la medición 
del bienestar en la creación de políticas públicas. A modo de ilustrar 
gráficamente los elementos del bienestar considerados por dicha 




Figura N° 2. 
 Marco de la OCDE para medir el bienestar en los países en desarrollo 
 
Fuente: OCDE, CEPAL, CAF (2016), Perspectivas económicas de América 
Latina 2017; Juventud, competencias y emprendimiento, OCDE publicación, 
Paris. Recuperado de http://dx.doi.org/10.1787/leo-2017-es 
En esta iniciativa llamada “Para una vida mejor” se plantea estimar el 
bienestar a partir de los resultados de las investigaciones preliminares y con 
participación de la opinión de expertos y representantes de los gobiernos 
nacionales; cabe destacar que dichas investigaciones y aportes se han dado 
por parte de la Comisión Internacional para la Medición del Desempeño 
Económico y el Progreso Social, dirigida por el premio nobel de economía 
Joseph Stiglitz. Además de la literatura académica especializada, 
experiencias nacionales y regionales, que incluyen la opinión publica centrada 
en el objetivo de ir más allá del PBI, además del intercambio de información 
de centenares de profesionales de todos los ámbitos de la sociedad que 
toman partido en el Foro Mundial de la OCDE relacionado a estadísticas, 
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conocimiento y política efectuado desde el año 2004, evento que se realiza 
cada tres años. 
Este marco evalúa el bienestar sobre dos fundamentos, a) condiciones 
materiales, comprende el acceso al consumo, empleo, infraestructura y 
condiciones de habitabilidad, b) calidad de vida, comprende el acceso a 
servicios de salud, educación, relaciones sociales, empoderamiento y 
participación, vulnerabilidad, evaluación de vida, avaluación de los 
sentimientos y su significado (principales aspectos del bienestar subjetivo). 
En la parte inferior del grafico se abarca como puntos que impulsan la 
sostenibilidad del bienestar en el tiempo al capital natural, humano, 
económico y social. 
El marco para medir el bienestar de los países en desarrollo pone énfasis en 
cuatro componentes: 
 La condición de las personas y de qué manera se relacionan con la 
sociedad donde habitan y laboran.  
 Conclusiones sobre bienestar, dado que dichas conclusiones ofrecen la 
información más conveniente sobre la vida de loa individuos que 
conforman una sociedad.  
 La asignación de bienestar para diversos grupos socioeconómicos, 
haciendo posible indagar sobre las diferencias por razones de edad, 
genero, acceso a la salud, estatus socioeconómico entre otros 
componentes. 
 Los aspectos subjetivos y objetivos, es decir las experiencias personales y 
la información complementaria sobre sobre circunstancias de la vida. 
Panorama de bienestar en América Latina y el Caribe (ALC): 
En referido marco de la  OCDE resalta el carácter variado del bienestar 
con el propósito de obtener una visión más completa de las circunstancias en 
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las que viven las personas dado que, no se limita a un solo indicador de 
referencia para calificar el bienestar en los países de América Latina y el 
Caribe en tal sentido se observaran fortalezas y debilidades de los indicadores 
comunes del marco de la OCDE para la región de ALC cuando muestran 
resultados reales promedio y los comparan con resultados esperados, todo 
ello en relación al PBI de la región.   
Conforme los indicadores que utiliza la OCDE para medir el bienestar en los 
países de la ALC muestran resultados positivos en ámbitos como: a) salud, 
b) relaciones sociales y c) análisis mismo de la vida. Por otro lado, presenta 
las siguientes debilidades: a) la educación, b) las poblaciones vulnerables, y 
c) el empoderamiento y la participación ciudadana. En cuanto a conclusiones 
en el ámbito de a) condiciones materiales y b) condiciones medioambientales, 
no se dan con claridad. 
Según los estudios sobre el avance económico en los países que conforman 
ALC y como referencia de ello se toma el Ingreso Nacional Bruto (INB) per 
cápita que deriva del flujo de ingresos brutos provenientes del salario, empleo 
independiente y rentas de capital. Se considera que los países de la ALC 
pueden generar un INB de 10, 434 dólares estadounidenses (USD), sin 
embargo no se alcanza esa cifra por un monto aproximado de 1, 800 dólares.  
El factor empleo - población en ALC es 60.5% entre las personas mayores de 
15 años, resultados ligeramente por encima de los valores esperados, dado 
su nivel de desarrollo económico. No obstante, más de un tercio de las plazas 
laborales (36%) son trabajos considerados vulnerables (trabajadores con 
arraigo familiar, no remunerados y trabajadores dentro de la categoría de 
independientes caracterizados por ingresos inadecuados, baja productividad 
y condiciones de trabajo difíciles, debilitando los derechos fundamentales de 
los trabajadores). Ante este porcentaje elevado de informalidad laboral se 
54 
 
debe resaltar la importancia de la calidad y la seguridad del empleo para la 
región de ALC. 
Respecto al acceso de una vivienda digna se puede apreciar que más tres 
cuartas partes (80%) de la población latinoamericana cuenta con servicios de 
saneamiento mejorados, un resultado ligeramente superior a los valores 
esperados. No obstante, solamente el 42% de la población se muestra 
satisfecho con el acceso a lugares dignos donde vivir, una proporción por 
debajo de la estimada de acuerdo al grado desarrollo de la región. 
Gráfico Nº 3.  
Comparación de los resultados de bienestar reales esperados para ALC, dado su 
nivel de desarrollo económico 
 
Fuente: OCDE/CEPAL/CAF (2016), Perspectivas económicas de América 
Latina 2017: Juventud, competencias y emprendimiento, OCDE publicación, 
Paris. Recuperado de http://dx.doi.org/10.1787/leo-2017-es 
En este grafico se ha utilizado regresiones bivariables, es decir, dispersión de 
datos estadísticos del indicador de bienestar y el PBI per cápita para ALC 
obteniendo resultados reales observables y se cotejan con el valor esperado 
para cada indicador.  
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La disparidad de los datos pronosticados y los datos observables se refleja 
en la desviación estándar, es decir la variación esperada respecto del 
promedio (línea circular). Dicha disparidad entre los indicadores y el promedio 
destaca los aspectos que los países de la ALC despuntan.  
La línea entrecortada circular señala el rendimiento esperado en relación al 
PBI per cápita y se ha establecido: “valiéndose de los resultados de otros 
estados a nivel mundial que cuenten con más de un millón de habitantes. La 
línea entrecortada señala concretamente la media para ALC de acuerdo al 
resultado de la media de las 21 naciones latinoamericanas que superen el 
millón de ciudadanos: Argentina, Bolivia, Brasil, Chile, Colombia, Costa Rica, 
Ecuador, El Salvador, Guatemala, Haití, Honduras, Jamaica, México, 
Nicaragua, Panamá, Paraguay, Perú, Puerto Rico, República Dominicana, 
Trinidad y Tobago, y Uruguay. Todo ello de acuerdo a indicadores estándar.” 
(OCDE/CEPAL/CAF, 2016); es decir, se han organizado en una base de 
datos y se han establecido relaciones entre dichos datos, obteniendo como 
resultado los picos y depresiones en el grafico radial, siendo los picos que 
señal de mejora y las depresiones brechas que deben alcanzar al promedio 
esperado. 
Respecto a la situación medioambiental, reflejo de los indicadores expuestos 
muestran resultados un tanto confusos (ambivalentes), que refleja la compleja 
tarea en la medición de resultados estadísticos. Al respecto data que entre el 
periodo de 1990 hasta 2011, un caso que resalta la organización es sobre la 
disminución de superficie forestal ascendente a 7%, porcentaje que supera 
los límites de países en una similar condición de desarrollo económico, a 
pesar de llevar esas cifras negativas la calidad de aire en la región ALC es 
notoriamente mejor a la esperada. 
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Al momento de seguir analizando los indicadores de bienestar los mismos 
muestran resultados enmarañados en medida que la población de región ALC 
califican el nivel de satisfacción con sus vidas con un puntaje de 6 puntos 
sobre 10, en ese sentido se encuentran por encima del promedio de 5 puntos 
e incluso superando el valor esperado con un tope de 5,5 puntos para países 
en su similar condición. 
Acerca de lo mencionado se sabe que, la OCDE y CEPAL tienen en mente 
trabajar con indicadores que se adecuen a contexto como son los países que 
conforman la ALC, principalmente con enfoques centrados en la persona. 
Parte de este trabajo tiene como objetivos tomar en cuenta el contexto real 
de la región y con ello tener indicadores de mayor utilidad, de esta manera 
obtener un análisis con mayor trascendencia en relación a la situación 
bienestar de la población, con mayor énfasis respecto al marco de Objetivos 
de Desarrollo Sostenible (ODS). Para llegar a dicho fin, esta propuesta de 
OCDE/CEPAL podrá contar con la colaboración de agencias estadísticas de 
10 países entre ellos Perú para así obtener una colaboración y aprendizaje 
mutuo entre estas naciones, la iniciativa para una Vida Mejor para la ALC 
tiene los siguientes fines:  
 “Fomentar una idea amplia del concepto de bienestar sostenible y 
equilibrado como eje para la creación de políticas de estado. 
 Fomentar la aplicación de reglas e instrumentos para un mejor 
entendimiento del impulso, orientación y diferencias respecto al bienestar, 
de la misma manera los efectos de ciertas políticas sobre la vida de los 
individuos. 
 Plantear asuntos que habitualmente no se tratan en la agenda de los 
encargados de plantear políticas relativas a la confianza y bienestar del 
sujeto o subjetivo. 
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 Respaldar el desarrollo y monitoreo de las ODS” (OCDE/CEPAL/CAF, 
2016) 
Lo que se quiere lograr en esta iniciativa es crear un marco de indicadores 
ajustado a la realidad de la ALC y adaptarlo al marco de la OCDE y contar 
con ese marco para análisis de bienestar de futuras investigaciones de 
perspectivas económicas de la región de ALC basándose en estos nuevos 
indicadores. 
3.5. Fundamentación de doctrinas jurídicas de los tributos ambientales  
Según Dalri y Faúndez (2014) hacen algunas precisiones sobre el concepto de tributo 
ambiental en torno a la implementación de un tributo que reúna las mismas 
características propias de un impuesto, tasa o contribución haciendo énfasis en la 
terminología dado que, si al termino tributo de le añade el adjetivo ambientales (o 
similares como medioambientales, ecológicos, verdes, entre otros) indicaría el 
nacimiento de un nuevo tributo distinto de impuesto, tasas y contribuciones; es por ello 
que para mantener la naturaleza de dicho tributo resultaría más acertada la expresión 
tributos destinados a la protección del medio ambiente o tributos destinados al cuidado 
del medio ambiente, de esta manera sólo se resalta la finalidad de dicho tributo sin 
alterar su naturaleza, es decir no afectando las características propias del tributo. (Dalri 
y Faúndez, 2014). 
 
3.5.1. Concepto doctrinario de medioambiente 
Tarsitano A. (2014) “El medioambiente es un sector compuesto por una serie 
de elementos bastante diversos que vinculan a la persona humana con el 
medioambiente. Por ello, los conceptos logran darse de manera amplia o 
estricta en su entendimiento debido que se forman desde ópticas distintas 
como la natural, cultural o axiológico, así como en su concepción de acuerdo 
a la ubicación geográfica de una determinada nación o colectividad, sin 
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embargo existe consenso con la idea de que comprende recursos como el 
agua, suelo y subsuelo, flora, fauna, aire y en una concepción más amplia 
comprende el urbanismo, paisaje, y patrimonio cultural. También debe tomar 
en cuenta el aspecto temporal asociado al desarrollo sostenible tal como se 
establece en la Declaración Sobre el Medio Humano de Naciones Unidas 
celebrada en Estocolmo en el año de 1972, considerando que la humanidad 
tiene el deber de preservar los recursos y ecosistemas naturales en beneficio 
de legar un medioambiente saludable a las generaciones venideras, todo ello 
bajo una cuidadosa planificación.” (Tarsitano: 2014, pág., 21) 
Avanzando en ese razonamiento entender el funcionamiento del concepto de 
medioambiente se debe considerar el carácter humano como señala Pulido 
J. (2005) “fundamentalmente relacionado a la persona humana como centro 
de todo, en sentido que el medioambiente y sus componentes están 
estrechamente ligados con la persona humana, en razón que el 
medioambiente es parte del ciclo de la vida, con ello se persigue el bienestar 
social de la humanidad.” 
En ese sentido nuestra constitución política dispone en el artículo 74° 
respecto la potestad tributaria a cargo del poder legislativo sobre crear, 
modificar, derogar o establecer una exoneración; en otros casos ejercer esas 
facultades por delegación mediante ley o decreto legislativo, con excepción 
de los aranceles o tasas, los cuales se regulan mediante decreto supremo, 
todo ello acorde a los principios tributarios de Reserva de Ley y Legalidad, 
estos parámetros deben cumplirse para poder implementar los llamados 
tributos ambientales de acuerdo al proyecto de ley que se propondría por el 
legislativo, especificando a detalle la propuesta de gravar con tributos 
destinados o con la finalidad de cuidar el medioambiente; así lo demuestra la 
práctica usual de Europa y algunos países Sudamericanos, de esta manera 
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distribuir lo recaudado a los gobiernos regionales y gobiernos locales para 
proyectos que impliquen el cuidado del medio ambiente. 
Desde un punto de vista objetivo, esta propuesta ambiental en relación con 
los tributos presentaría dos ejes importantes siendo el primero, la 
redistribución de lo recaudado y segundo, la finalidad incentivadora; ambos 
en respeto de las políticas nacionales e internacionales donde estos tributos 
ambientales serian garantía y evidencia de promoción al respeto del medio 
ambiente en el sistema jurídico peruano. 
3.5.2. Concepto doctrinario de tributo ambiental  
Las perspectivas del denominado tributo ambiental ha ido cambiando a través 
del tiempo, puesto que la definición de tributo ha sido definido 
tradicionalmente como una prestación económica que sirve para abastecer a 
los gastos públicos, de forma tal que el Estado pueda cumplir sus fines.  
En cambio, en la actualidad la doctrina define al tributo con una concepción 
más amplia, configurándose jurídicamente como un instituto jurídico-
constitucional destinado a cumplir el mandato constitucional, tiene la facultad 
de cumplir funciones de política fiscal y extrafiscal, en esa medida el tributo 
deja de tener una simple función recaudadora, se vuelve un instrumento 
jurídico para dirigir otros fines constitucionales como es la protección y 
cuidado del medioambiente dispuesto en el numeral 22 del artículo 2° de la 
Carta Magna del Perú como un derecho fundamental. 
Según Gago y Álvarez (1995); para darle una mejor clasificación a los tributos 
ambientales es necesario vincular su enfoque político con el enfoque social y 
económico, planteando cumplir los siguientes objetivos: 
 “Tasas, establecidas con la finalidad de cuidar el medioambiente por medio 
de los costos generados por servicios de ambientales y medidas de 
monitoreo, como imponer una tasa al usuario por el tratamiento de aguas, 
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las mismas podrían emplearse para compensar los gastos ambientales del 
propio servicio. Tasa etiquetada dado que es creada para un fin específico.   
 Impuestos incentivo, generado para modificar la conducta de los agentes 
económicos; 
 Impuestos ambientales de finalidad fiscal, generada básicamente para 
incrementar la recaudación tributaria. 
Las formulaciones previas y la doctrina en materia tributaria sugieren que 
debe establecerse cuál es el hecho imponible, sujeto sobre el cual recae el 
tributo, base gravable o imponible, el tipo de tributo materia de obligación de 
pago, las exoneraciones, incentivos o beneficios totales o parciales, deben 
mostrar una configuración lógica que tome en consideración la intención 
extrafiscal o fiscal que se decida adoptar, esta es la manera adecuada para  
que el proyecto sea factible en un sistema tributario ambiental al momento de 
trabajar con tributos óptimos para su aplicación.”   
La relevancia de crear tributos ambientales debe implementarse en relación 
a la repercusión en la sociedad en aras del medioambiente tiene como base 
a los agentes económicos en especial a las empresas que invierten y crean 
empleo, por ello se precisa tener una armonía del tributo generando una 
percepción de justicia en la sociedad para disipar el rechazo del mismo.  No 
obstante puede llegarse a un punto de saturación en el cual la percepción de 
rechazo o aversión tributaria impida cualquier iniciativa para incrementar los 
ingresos tributarios generando contingencias que lleven al fracaso la 
aplicación de dichos tributos. 
Cabe también hacer referencia a la definición de Cristóbal Borrero que 
sostiene que: 
“El tributo ambiental está dirigido a viabilizar la participación de todos los 
agentes económicos al mantenimiento de los gastos gubernamentales 
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conforme el principio de solidaridad, asociado al principio de capacidad 
económica y la conducta de los contribuyentes respecto al medioambiente” 
(Borrero, 2009, pág.108).  
Al respecto Yacolca aporta su comentario referido a los tributos ambientales 
y la confusión que se causa al considerarlo con una concepción clásica donde 
son considerados tributos meramente recaudatorios, y como consecuencia 
generar una mayor carga tributaria para los ciudadanos. Por el contrario, es 
importante distinguir la concepción del concepto clásico de tributo y el tributo 
ambiental, puesto que desde la óptica doctrinal existen diferencias 
conceptuales en su naturaleza; más aún cuando en nuestro país no existen 
tributos destinados al cuidado del medio ambiente y la importancia de difundir 
las cualidades del mismo, en especial énfasis a los agentes económicos al 
momento de mencionar tributos ambientales no se trate de más tributos, por 
el contrario mostrar las bondades de este instrumento en relación a la función 
extrafiscal del tributo cuyo pago recaería sobre los sujetos contaminantes, en 
otras palabras, quienes cesen o disminuyan la emisión de gases 
contaminantes o partículas contaminantes estarían inafectos a dichos tributos 
y/o podrían contar con beneficios tributarios al calificar como empresas 
ambientalmente responsables. En esta línea es razonable hacer entender a 
los agentes económicos que la aplicación del llamado tributo ambiental es 
justo y razonable para cumplir con los fines constitucionales de protección del 
medio ambiente.  
3.5.3. Finalidad del tributo 
Acorde con lo mencionado anteriormente, el concepto tradicional del tributo 
como instrumento jurídico cuyo fin es recaudar ingresos para financiar los 
gastos públicos del estado, sin embargo, se han dado alcances que los 
tributos no siempre tienen dicho fin, es decir, cumplir un propósito 
62 
 
recaudatorio y otro no recaudatorio, esto último aportado por la doctrina actual 
que acepta la existencia de tributos con finalidad extrafiscal; concepto que es 
compatible con el concepto de tributo ambiental que tiene dos fines, por una 
parte lograr la reasignación de costos ambientales entre los generadores de 
la contaminación; por otra parte, el cambio de comportamientos de los sujetos 
que contaminan los recursos ambientales.  
   3.5.4. Elementos esenciales del tributo ambiental  
Los elementos que se deben tener en cuenta al momento de configurar la 
creación de tributos se basan en cuatro aspectos esenciales para 
implementar esta herramienta de una manera jurídica técnica adecuada: 
“a) Aspecto material: explicación conceptual de los hechos o acciones que se 
relacionen con el deterioro del medioambiente, es por ello que se denomina 
hecho imponible, siempre que se cumpla con el principio “quien contamina 
paga” utilizado como regla jurídica.  
b) Aspecto personal: son los sujetos que intervienen, llámese sujeto activo o 
acreedor que recauda y el sujeto pasivo o deudor el cual tiene una obligación 
tributaria con el fisco, en ese orden de ideas el fisco busca cuidar el 
medioambiente y el deudor es el obligado a contribuir al fisco por causar 
deterioro al medioambiente, siendo dicho gravamen el que tendrá como fin 
proteger el medioambiente previniendo o reparando el daño causado.  
c) Aspecto temporal: determina el momento en que se configura o nace la 
obligación tributaria, al momento de producirse la afectación en perjuicio del 
medioambiente, adecuándose al principio “el que contamina paga”. 
d) Aspecto espacial: se precisa el lugar donde efectuó la acción prevista como 
hecho generador de obligación tributaria ambiental, es decir, que se realice 
dentro del territorio nacional e incluso internacional para determinar que 
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tributo corresponde imponer al sujeto generador de obligación tributaria 
ambiental.14” 
 
3.5.5. Principio “quien contamina paga” 
El principio quien contamina paga fue formulado por el subcomité de 
especialistas en materia económica del Comité de Medio Ambiente de la 
OCDE, en el año de 1971, y desde ese momento, admitido en diferentes foros 
internacionales, y, especialmente, en la Declaración de Río de 1992 durante 
la segunda conferencia de la ONU en relación al tema de Medioambiente y 
Desarrollo Sostenible. 
A raíz de su admisión como concepto importante en relación al 
medioambiente se dispuso en el artículo 16 de la Declaración de Río lo 
siguiente: “Las autoridades estatales tendrían la obligación de promover la 
internalización del costo medioambiental y la implementación de instrumentos 
económicos, tomando en consideración el principio rector “quien contamina 
paga” a fin de trasladar el costo de contaminar bajo la premisa del interés 
público o interés común sin alterar las actividades económicas de mercado 
tales como el comercio y la inversión.” 
El principio el que contamina paga en sentido lato, no es argumento sólido 
para la tributación medioambiental, debido a que debe entenderse como un 
deber solidario de protección del medio ambiente encaminado a cambiar un 
patrón de conducta, no debe confundirse con el simple pago indemnizatorio 
por un daño ambiental 
 
  
                                               
14 Oscanoa B. (2016) Impuesto a la emisión de gases contaminantes como instrumento jurídico para la 
protección del medio ambiente en el Perú. Para optar el Titulo de Contador Público en la Universidad Nacional 
Mayor de San Marcos. p. 66-67.  
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3.5.6. Aplicación de tributos medioambientales  
Desde hace unas décadas ya se habían dado las primeras señales de 
aplicación de tributos ambientales en el mundo con diferentes resultados y 
diversas orientaciones; en relación a dicha implementación la Organización 
para la Cooperación y Desarrollo Económico (OCDE) cuenta con información 
documentada de más de un millar de casos sobre la aplicación de impuestos 
ambientales, siendo para la OCDE los tributos ambientales aquellos cuya 
base imponible tenga un efecto importante en el medio ambiente. En el año 
1987 ya se aplicaban instrumentos económicos ambientales en catorce 
países, de los cuales 80 eran tributos (impuestos). De esta manera los tributos 
ambientales se incrementaron en gran porcentaje e importancia. Hacia 1993 
se duplico la aplicación de instrumentos económicos principalmente en tierras 
nórdicas como Dinamarca, Finlandia, Suecia, Noruega e Islandia. Siendo que 
en los noventa se incrementó en gran cantidad la aplicación de beneficios 
fiscales acompañados de algunos ajustes en materia ambiental, en el caso de 
tributos especialmente impuestos siendo el más predominante. Los países 
miembros de la OCDE, tuvieron una recaudación de tributos ambientales 
(principalmente impuestos) el cual ascendió a 2,5% del producto bruto interno 
(PBI) en el año 1995, siendo equivalente aproximadamente al 7% del integro 
de la recaudación en aquel año. Cabe resaltar a la nación española, país que 
ha desarrollado importantes avances respecto a la aplicación de instrumentos 
económicos de política fiscal, entre ellos tributos como: el impuesto que 
gravan ciertas actividades que afectan el medioambiente, a continuación se 
presenta el caso de la comunidad de Castilla, La Mancha la cual es una región 
de España donde se viene aplicando el canon de saneamiento de aguas de 
la comunidad valenciana, por otra parte en Cataluña se aplica el Canon sobre 
la disposición controlada de los residuos municipales. Estos gravámenes son 
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los instrumentos impositivos ambientales más representativos en las 
comunidades autónomas españolas, dado que se encuentran presentes en 
más 60% de estas administraciones. Con dos objetivos fundamentales, 
primero, controlar el derrame de aguas residuales, segundo, costear con 
financiamiento los gastos para infraestructura que brinde un trato a dichos 
vertimientos. 
Recientemente, varios países han puesto en prácticas medidas con objetivos 
ambientales, cabe agregar a ello la recomendación de la Agencia Europea del 
Medio Ambiente (AEMA) sobre la mejora estructural que promueva la 
sustentabilidad incentivando la implementación de más impuestos 
ambientales, dando importancia a su diseño y aplicación cuidadosamente así 
como evaluar el progreso dichos impuestos (AEMA, 2005). Por otra parte, de 
acuerdo a la información que brinda el Banco Mundial (BM, 2009) la 
implementación de impuestos ambientales ocasiona un estímulo sobre la 
conducta, exponen el resultado de ello sobre los programas puestos en 
práctica en China, Colombia y Filipinas, donde una gran cantidad de gerentes 
decidieron poner en práctica medidas para reducir sus actividades 
contaminantes ante el panorama de pagar mayores tributos, de esta manera 
ahora llevan el control de la cantidad de emisión contaminante generada.  
3.5.7. Tributación internacional en la OCDE 
3.5.7.1. Tributos ambientales en los países que conforman la OCDE 
La característica fundamental en la aplicación de tributos destinados 
al cuidado del medioambiente practicado por los miembros de la 
OCDE se desarrolla en base a reformas estructurales de los tributos. 
En ese escenario, la aplicación de los tributos debe ser compensados 
con reducción de otros tributos e incentivos. De esta manera se 
permitirá asentar un sistema más equilibrado puesto que se liberaría 
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de sobrecarga de impuesto a los ciudadanos permitiendo reducir la 
oposición o resistencia de la población ante la presencia de nuevos 
gravámenes. 
Se puede apreciar respecto la aplicación de instrumentos 
económicos como tributos ambientales en gran parte de los países 
miembros de la OCDE, todos trabajan de acuerdo al marco de la 
Reforma Fiscal Verde (RFV) con sus correspondientes medidas de 
compensación. La implementación de la RFV sugiere establecer o 
modificar tributos relacionados con diferentes actividades 
contaminantes como las emisiones de SO2, el uso de la energía, el 
uso de combustibles fósiles, el uso de fertilizantes y pesticidas y los 
vertidos industriales, debido a que actividades generan en mayor 
porcentaje los gases de efecto invernadero a la atmósfera. 
3.5.7.1.1. Países Europeos 
Reforma impositiva tributaria y ambiental 
Existen dos MBI no vinculantes en el sector de la energía. 
Impuestos sobre la energía o el carbono que tienen el efecto 
de reducir la energía de uso final en condiciones 
específicas, por los Estados miembros como alternativa al 
establecimiento de un plan de obligación de eficiencia 
energética para lograr ahorros de energía por parte de los 
clientes finales. 
El ahorro de energía obtenido a través de la tributación será 
equivalente a los logrados a través de esquemas de 
obligación de eficiencia energética que, a su vez, deberán 
garantizar, para 2020, el logro de un objetivo de ahorro de 
energía acumulado aplicado a los distribuidores y las 
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empresas de venta de energía. Otra disposición pertinente 
figura en la legislación fiscal de la Directiva 2003/96 / CE 
(UE, 2003) sobre la fiscalidad de los productos energéticos 
y la electricidad. 
De acuerdo con esto, los Estados miembros pueden aplicar, 
bajo control fiscal, exenciones o reducciones totales o 
parciales del nivel de impuestos a, entre otros, la electricidad 
generada por fuentes renovables específicas y la 
electricidad producida a partir de la generación combinada 
de calor y electricidad, siempre que los generadores 
combinados son amigables con el medio ambiente 
Tarifas, cargos y políticas de precios 
Para el transporte y el ruido, la Directiva Euroviñeta 
(Directiva 1999/62 / CE, UE, 1999), que es legislación fiscal, 
establece normas comunes sobre peajes relacionados con 
la distancia y cargos de usuario basados en el tiempo para 
el uso de cierta infraestructura pesada vehículos de 
mercancías. De acuerdo con recientes enmiendas a 
Directiva (UE, 2011), los Estados miembros pueden 
mantener o introducir cargos de costo externo relacionados 
con el 'costo de la contaminación del aire basada en el 
tráfico ', el costo del daño causado por la liberación de 
partículas y ozono precursores, como óxido de nitrógeno y 
orgánicos volátiles compuestos, en el curso de la operación. 
Los ingresos generados a partir de los costos de los costos 
externos deben ser utilizados para hacer que el transporte 
sea más sostenible. 
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Definiciones y fundamentos para impuestos 
ambientales 
Impuestos medioambientales y, en particular, cambios 
fiscales programas, también conocido como reforma fiscal 
ambiental (RFA), ocupan un lugar destacado en la agenda 
política, como se ilustra en publicaciones recientes de la CE 
y en la discusión de Estrategia Europa 2020. Los impuestos 
ambientales son también el mercado ambiental más 
estudiado basado en el mercado instrumento.  
Los efectos de los impuestos ambientales como política 
instrumentos están bien documentados en los ámbitos 
económicos y literatura política. Los impactos positivos en 
términos de reducción de la contaminación ambiental, 
fomento innovación, y generar recursos adicionales para los 
presupuestos públicos regularmente juegan un rol 
secundario cuando evaluando la efectividad y eficiencia de 
este tipo de un instrumento basado en el mercado. Esto es 
porque el potencial efectos negativos, como la pérdida de 
competitividad de industrias nacionales y las posibilidades 
de repercusiones distributivas regresivas en la sociedad, a 
menudo dominar el discurso público y la agenda.  
El apoyo a la tributación ambiental es notable de 
organizaciones internacionales, como el Banco Mundial, 
Fondo Monetario Internacional (FMI), Organización de 
Cooperación y Desarrollo Económico (OCDE) y la Comisión 
Europea. No obstante, la implementación real de los 
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impuestos medioambientales en los países regularmente se 
queda atrás de su potencial. 
Esto es, con mayor motivo, sorprendente ya que la 
experiencia adquirida por los Estados miembros de la UE 
proporciona alguna prueba de la ventajas de estos 
instrumentos de política. 
La evidencia más convincente es la disociación absoluta del 
desarrollo económico del efecto invernadero las emisiones 
de gas en Suecia, donde el producto interno bruto (PIB) ha 
crecido en aproximadamente un 58% desde la introducción 
de un impuesto al dióxido de carbono que contribuyó a la 
reducción del 23% de las emisiones de gases de efecto 
invernadero entre 1990 y 2013 (Åkerfeldt, 2015). 
Definiciones de impuestos ambientales 
El Sistema de Contabilidad Ambiental y Económica de las 
Naciones Unidas, una norma estadística global, proporciona 
una definición de impuesto ambiental como: un impuesto 
cuya base impositiva es una unidad física (o un poder) de 
algo que tiene un impacto probado, específico y negativo en 
el medio ambiente. Esta definición ahora constituye un 
componente del marco estadístico de la UE tal como se 
establece en el Reglamento (UE) Nº 691/2011 sobre las 
cuentas económicas medioambientales europeas. 
La definición a veces conduce a confusión ya que el énfasis 
se pone en la base impositiva y no en absoluto en una 
motivación ambiental y/o el propósito de implementar 
impuestos ambientales. Esto es porque la base impositiva 
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es la única forma objetiva de identificar y comparar los datos 
impositivos a nivel internacional (Eurostat, 2013). 
La definición estadística de impuestos ambientales es 
ampliamente aceptada, sin embargo, los países pueden 
usar diferentes para fines de política nacional. En el Reino 
Unido, por ejemplo, el gobierno define impuestos 
ambientales como aquellos que cumplen con los siguientes 
tres principios: 
• El impuesto está explícitamente vinculado a los objetivos 
ambientales del gobierno; 
• El objetivo principal del impuesto es fomentar el cambio de 
comportamiento ambientalmente positivo; 
• El impuesto está estructurado en relación con los objetivos 
ambientales, por ejemplo: cuanto más contaminante es el 
comportamiento, mayor es el impuesto recaudado. 
Esta definición enfatiza el enfoque ambiental. 
Basándose en estos principios, el gobierno del Reino Unido 
identificó los siguientes impuestos como ambientales: 
impuesto sobre el cambio climático (CCL), gravamen de 
agregados, impuesto sobre vertederos, esquema de 
comercio de emisiones de la UE, esquema de eficiencia 
energética de compromiso de reducción de carbono y apoyo 
al precio del carbono. 
Esta definición más restringida de impuestos ambientales 
corresponde al pensamiento de que los impuestos gravados 
a la gasolina y el diésel (combustibles para el transporte) se 
introdujeron por razones puramente fiscales y no se 
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concibieron como instrumentos de política ambiental. Esta 
línea de argumentación ignora el hecho de que dichos 
impuestos ambientales son instrumentos de política 
ambiental muy potentes, aunque cuando se introdujeron en 
algunos países hace casi un siglo, los propósitos 
ambientales no estuvieron a la vista. 
Los impuestos medioambientales se clasifican además 
entre (1) energía, (2) vehículo e (3) impuestos sobre 
contaminación y recursos, una clasificación que también se 
utiliza en este informe. Además, el marco estadístico 
internacional ha categorizado las medidas de fijación de 
precios del carbono como esquemas de imposición de la 
energía (Eurostat, 2013). Otra clasificación distingue entre 
impuestos, tasas y gravámenes. 
En términos de ingresos generados a partir de impuestos 
ambientales, los impuestos a la energía son los más 
significativos ya que contribuyen con el 76% de los ingresos 
tributarios ambientales totales. 
Los impuestos al transporte representan el 20% de los 
ingresos, mientras que el 4% se recaudaron de impuestos 
sobre contaminación y recursos en 2014. La división del 
impuesto entre las tres categorías difiere entre los Estados 
miembros de la UE en la mayor parte. Malta tiene la menor 
participación en los ingresos por impuestos a la energía, 
mientras que tiene la mayor participación en impuestos de 
transporte. Los países con ingresos superiores a la media 
de los impuestos a la contaminación en relación a recursos 
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(más del 10% de los ingresos fiscales ambientales totales) 
son Croacia, Estonia, los Países Bajos y Eslovenia. Mientras 
tanto, Austria, Bélgica, Dinamarca, Irlanda, Malta y Finlandia 
pertenecen a los países en los que la participación en los 
ingresos fiscales por transporte excedió el 30% en 2014. 
 
Definición de impuestos y cargas medioambientales  
Un impuesto cubre cualquier pago obligatorio, no 
correspondido al gobierno general recaudado en bases 
impositivas consideradas de particular relevancia. Los 
impuestos no son reembolsados en el sentido de que los 
beneficios proporcionados por el gobierno a los 
contribuyentes normalmente no son proporcionales a sus 
pagos. Debe señalarse que la diferenciación entre 
impuestos y cargas no está clara en la realidad política, ya 
que el uso de estas frases en la redacción y lenguaje de la 
legislación fiscal nacional difiere ampliamente. 
Nota:  
Los términos cargos y tarifas se usan comúnmente y cubren 
los pagos obligatorios y reembolsados al gobierno general o 
a entidades externas al gobierno general, como los fondos 
ambientales o las juntas de administración del agua. Los 
ejemplos incluyen cargos por aguas residuales, extracción y 
desechos. Levy es un término más general que abarca los 
impuestos, así como los cargos y tarifas. Se usa 
comúnmente, por ejemplo, en el Reino Unido (impuesto 
sobre el cambio climático, gravamen de los agregados), en 
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parte para evitar la mala publicidad y, por lo tanto, la 
resistencia asociada con la palabra impuesto. 
Justificación de impuestos ambientales 
Las razones económicas y ambientales para la tributación 
ambiental se discuten extensamente en la literatura 
económica convencional. La contaminación ambiental y el 
uso de recursos imponen costos externos (o externalidades) 
a la sociedad. Estos costos y riesgos externos no son 
sufragados por los contaminadores sino que se aplican a 
otros grupos de la sociedad y a las generaciones futuras. 
Esto refleja las fallas del mercado, debido a la falta de 
mercados reales para bienes o servicios ambientales y / o 
al hecho de que los mercados convencionales no tengan en 
cuenta las implicaciones ambientales de los productos 
manufacturados o la explotación de los recursos naturales. 
En otras palabras, los precios en los mercados reales no 
reflejan el costo real o total de la producción de bienes y 
servicios. Estos costos pueden internalizarse en los precios 
de los bienes y servicios utilizando instrumentos tales como 
impuestos ambientales o esquemas de comercio de 
emisiones, ya que la motivación básica para su uso es 
corregir las fallas del mercado (Kosonen y Nicodeme, 2009). 
El concepto general por lo tanto, es reducir el nivel de 
contaminación ambiental y el uso de los recursos y 
garantizar que los costos y beneficios se tengan plenamente 
en cuenta en la toma de decisiones económicas. También 
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aumentan la eficiencia del uso de los recursos, 
disminuyendo la demanda y reduciendo el daño ambiental. 
El principal objetivo de los impuestos ambientales es lograr 
aumentos de eficiencia estáticos y dinámicos, así como 
aumentar ingresos. La discusión de la hipótesis del doble 
dividendo (Pearce, 1991), que condujo a un mayor interés 
en la tributación ambiental en la década de 1990, desarrolló 
la idea de programas de cambio impositivo donde los 
ingresos provenientes de los impuestos ambientales 
podrían usarse para recortar otros. Por lo tanto, este 
enfoque de política podría asegurar un segundo dividendo, 
además del primer dividendo de mejora ambiental, ya que 
pueden utilizarse para reducir los impuestos laborales y de 
capital distorsionantes de una manera neutral para los 
ingresos, aumentando así los beneficios de eficiencia 
general de la reforma. 
Los impuestos ambientales también son herramientas para 
alcanzar los objetivos de las políticas de una manera 
rentable. Permiten a los agentes económicos la flexibilidad 
para actuar de forma independiente como consumidores. 
Los impuestos ambientales también son herramientas para 
alcanzar los objetivos de política de una manera rentable. 
Permiten a los agentes económicos la flexibilidad de actuar 
de forma independiente, ya que los consumidores y las 
empresas pueden decidir la mejor / menos costosa manera 
de reducir el daño ambiental en comparación con la 
regulación. Imponiendo condiciones específicas y patrones 
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de comportamiento. Además, los impuestos 
medioambientales pueden acelerar la difusión de las 
tecnologías conocidas de reducción de la contaminación y 
proporcionar incentivos para la innovación (AEMA, 2011 y 
OCDE, 2010). 
Esto también lo reconoce la Comisión Europea: los MBI, 
como los impuestos ambientales, los sistemas de permisos 
negociables o los subsidios específicos, son una forma 
rentable de proteger y mejorar el medio ambiente. 
Brindan incentivos a las empresas y los consumidores para 
optar por productos o productos más ecológicos. 
Los reglamentos son otra herramienta de política que 
aborda la contaminación ambiental pero no son tan efectivos 
como los MBI (FMI, 2012). Los MBI, en particular los 
impuestos ambientales, tienen una clara ventaja sobre las 
reglamentaciones ya que las autoridades no necesitan 
información detallada y relevante sobre la estructura de 
costos de las tecnologías de abatimiento y las actividades 
económicas de los que contaminan. Efectivamente, reducen 
los costos administrativos generales, y con frecuencia el 
cumplimiento, en comparación con los costos y esfuerzos 
de la implementación y el monitoreo de las actividades 
regulatorias. 
Estrechamente vinculado a los impuestos está el llamado a 
reformar y eliminar gradualmente las subvenciones 
perjudiciales para el medio ambiente. Esto también se 
considera como una condición previa para la efectividad de 
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los impuestos ambientales. Se han informado algunos 
progresos, en particular a nivel mundial, y la cooperación 
multilateral para apoyar la reforma de las subvenciones 
perjudiciales para el medio ambiente, en particular con 
respecto a los combustibles fósiles, está en curso. La 
reforma de los subsidios a los combustibles fósiles es 
fundamental para la transición a una economía verde como 
tal las subvenciones entran en conflicto con las medidas de 
política climática y tienen un impacto negativo en los 
presupuestos públicos. 
Existe una amplia gama de subsidios a los combustibles 
fósiles, lo que hace bastante problemático proporcionar una 
imagen clara de la situación actual. Las definiciones 
utilizadas por las instituciones para estimar la suma total de 
las subvenciones suelen ajustarse a fines específicos y 
varían considerablemente en términos de alcance (OMC, 
2006). 
Las cifras publicadas por la Agencia Internacional de la 
Energía (AIE) revelan una tendencia interesante ya que 
muestran que los subsidios al consumo de combustibles 
fósiles aumentaron de USD 300 mil millones (EUR 275 mil 
millones) en 2009 a USD 544 mil millones en 2012 (EUR 
500 mil millones) o aproximadamente el 0,7% del PIB 
mundial en 2012. El último informe de la AIE muestra una 
disminución de alrededor de USD 490 mil millones (EUR 
450 mil millones) desde 2009 debido a las reformas 
implementadas en muchos países. Sin estas reformas, la 
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AIE estima que las subvenciones habrían aumentado hasta 
alcanzar los USD 610 mil millones (EUR 560 mil millones) 
(OCDE / AIE, 2015). 
Las llamadas a menudo bastante contundentes para la 
eliminación de los subsidios a los combustibles fósiles 
deben tratarse con cierta cautela. 
Varios estudios revelan que la clase media y las personas 
ricas se benefician desproporcionadamente de los 
subsidios, como los mayores consumidores de energía 
basada en fósiles. Al mismo tiempo, la eliminación de los 
subsidios afectaría hogares pobres desproporcionadamente 
ya que estos gastan una mayor proporción del ingreso 
familiar en energía (AIE, OCDE y Banco Mundial, 2010). 
La UE reconoció esta cuestión de equidad distributiva en la 
Hoja de ruta 2011 para una Europa eficiente en el uso de 
los recursos que incluye el siguiente hito: para 2020, se 
eliminará EHS, teniendo debidamente en cuenta el impacto 
en las personas necesitadas (CE, 2011). Básicamente, la 
eliminación de los combustibles fósiles y subvenciones 
perjudiciales para el medioambiente debería considerarse 
en un contexto más amplio, en particular cuando se piensa 
en una transición hacia una economía verde, en la que la 
eficiencia de recursos, la resiliencia del ecosistema, el 
bienestar humano y la equidad social Necesitar estar 




Gestión de impuestos medioambientales: reducción de 
la evasión fiscal y los costes administrativos 
Los estudios muestran que la evasión de impuestos 
ambientales es mucho menor que para otros impuestos. 
Suecia, por ejemplo, informa una tasa de evasión de 
carbono del 1%, que es menor que para el impuesto al valor 
agregado y el Reino Unido muestra una tasa de evasión de 
impuestos de energía bastante baja de alrededor del 2%, 
especialmente cuando está relacionada con la evasión del 
17% impuesto a la renta. Un impuesto sobre el carbono 
sería bastante simple de supervisar en los Estados Unidos, 
por ejemplo, ya que el monitoreo de menos de 3000 
refinerías, minas de carbón y yacimientos de gas natural 
significaría que se cubriría el 80% de las emisiones de gases 
de efecto invernadero de los Estados Unidos. 
Se informa que los costos administrativos de los impuestos 
ambientales son bajos. Las estimaciones del Ministerio de 
Finanzas alemán, por ejemplo, muestran que representan 
aproximadamente el 0,13% de los ingresos (OCDE, 2006), 
mientras que el Reino Unido informa un rango de 0,21-
0,34%. Los costos de administración de otros impuestos son 
más altos en el Reino Unido, por ejemplo, los costos del IVA 
del Reino Unido se estimaron en alrededor del 0,55% y el 
impuesto a la renta en alrededor del 1,27% de los ingresos 




Implementación de impuestos ambientales en países 
miembros de AEMA 
En general, el enfoque actual de la política estratégica en la 
UE está dirigido al crecimiento, la competitividad y el empleo 
y la estrategia Europa 2020 aspira a que la UE se convierta 
en una economía inteligente, sostenible e integradora. Las 
realidades políticas, así como los resultados de los marcos 
de modelos teóricos, revelan que los instrumentos basados 
en el mercado para la política ambiental son factores 
habilitantes para lograr estos objetivos económicos y 
sociales (Andersen y Ekins, 2007). 
Los impuestos medioambientales correctamente diseñados 
y los esquemas de comercio de emisiones, por ejemplo, 
pueden ayudar a lograr estos objetivos de una manera 
rentable. Además, los impuestos medioambientales pueden 
ayudar a los países a aumentar su recaudación impositiva 
general y reducir la deuda y los préstamos, lo que libera a 
los países de la necesidad de aumentar otros impuestos, 
como los impuestos sobre la renta o corporativos. 
El potencial general de los ingresos tributarios ambientales 
es, sin embargo, limitado y no alto en comparación con los 
impuestos sobre la mano de obra u otros impuestos 
indirectos, como el impuesto al valor agregado (IVA). El 
cambio de los impuestos del trabajo a la contaminación, la 
energía y el uso de los recursos de una manera neutra 
desde el punto de vista presupuestario es un enfoque de 
política promovido por instituciones internacionales como la 
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Organización para la Cooperación y Desarrollo Económico 
(OCDE), el Banco Mundial (BM), el Fondo Monetario 
Internacional (FMI) y la Comisión Europea. 
Los sistemas de impuestos medioambientales son 
especialmente adecuados para el contexto de la crisis 
posterior a la crisis financiera, en la que los países desean 
seguir creciendo a la vez que aumentan los ingresos para 
colmar las lagunas presupuestarias. Además, se ha 
demostrado que los impuestos ambientales son los menos 
perjudiciales para el empleo y el crecimiento. 
El número real de impuestos ambientales implementados en 
los países miembros del Espacio Económico Europeo (EEE) 
durante la última década sugiere que se han cumplido las 
demandas de su uso más extenso, aunque solo en parte. Si 
bien el potencial de generación de ingresos de los 
impuestos ambientales no es su principal objetivo, el interés 
en ellos en el ámbito político y el debate público sobre la 
promoción de programas de transferencia de impuestos 
está aumentando. 
Los ingresos fiscales medioambientales a nivel de la UE 
crecieron más lentamente que el producto interior bruto 
(PIB) entre 2002 y 2014, aumentando un 9,5% en términos 
reales (un aumento promedio del 0,8% anual) en 
comparación con el crecimiento del PIB del 13,9% (un 
aumento promedio de 1.1% por año). Esta tendencia se 
revirtió en el período 2009-2014 ya que los ingresos 
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tributarios ambientales aumentaron en términos reales en 
un 9.4% y el PIB en un 5%. 
Existen diferencias notables entre los Estados miembros de 
la UE en términos de ingresos fiscales medioambientales: 
algunos Estados miembros de la UE aumentaron 
considerablemente sus impuestos medioambientales en 
términos reales, así como en la relación entre los ingresos 
fiscales medioambientales y el PIB. Por ejemplo, entre 2002 
y 2014, este índice aumentó en Grecia de 2.24% a 3.68%, 
en Estonia de 1.99% a 2.67%, y en Eslovenia de 3.19% a 
3.89%. En el mismo período, la relación se redujo del 2,81% 
al 1,7% en Lituania y del 2,16% al 1,79% en Eslovaquia. La 
proporción también disminuyó en los países europeos 
precursores de la década de los noventa, por ejemplo, en 
Dinamarca, del 5% al 4.08%; Suecia, del 2.74% al 2.21%; y 
Noruega, del 3,24% al 2,31%.  
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Cuadro N° 4:  
Ingresos fiscales ambientales como porcentaje del PIB en los Estados 
miembros de la UE, Noruega y Suiza, 1995-2014 
 




Estado actual de los impuestos ambientales 
implementados 
Los desarrollos más obvios son evidentes en cuatro 
categorías principales de impuestos ambientales: energía, 
transporte, contaminación y recursos. 
Existe una fiscalidad energética global en los Estados 
miembros de la UE, tal como exige la Directiva 2003/96 / CE 
sobre la fiscalidad de los productos energéticos y la 
electricidad. Al mismo tiempo, los Estados miembros de la 
UE pueden mantener reducciones o exenciones fiscales, en 
particular con respecto al sector de los hogares. Se ha 
incrementado el número de países que han introducido 
esquemas de fijación de precios de carbono, ya sea a través 
de impuestos al carbono o mediante esquemas de 
comercialización de emisiones de gases de efecto 
invernadero. 
El diseño del impuesto al transporte (base impositiva y tasa) 
varía ampliamente entre países. Incluyen tanto los 
impuestos únicos como los impuestos a las ventas, registro 
y los recurrentes, como los impuestos anuales de 
circulación. Se han aplicado impuestos a las ventas en 
menos países europeos que los impuestos de circulación: 
21 de 28 Estados miembros de la UE en comparación con 
28 de 28. Los vehículos privados, sin embargo, no están 
sujetos a impuestos de circulación anuales en todos los 
países: 6 de los 28 Estados miembros de la UE no los 
recaudan. En los últimos años, los cobros a los usuarios de 
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la carretera se han vuelto más comunes para vehículos 
privados y comerciales. 
Existe una amplia gama de impuestos a la contaminación 
estos incluyen esquemas de responsabilidad del productor, 
tarifas de reciclaje e impuestos al producto, aplicados para 
diferentes productos. Los impuestos al vertedero no están 
vigentes en tres Estados miembros de la UE, su cobertura y 
las tasas varían en los demás países. 
Los esquemas de impuestos ambientales que abordan la 
contaminación del agua también difieren ampliamente entre 
los países (AEMA, 2013). 
La extracción de agua o los impuestos a la extracción de 
recursos se están generalizando, pero nuevamente el 
diseño de estos esquemas varía según los países. 
Además, en algunos países, como en Alemania, Italia y 
España, los impuestos sobre los recursos, así como algunos 
impuestos sobre la energía, se transfieren a un nivel 
regional. 
Solo unos pocos países: Bélgica, Dinamarca, Italia, 
Noruega y Suecia imponen impuestos sobre el uso de 
pesticidas y/o fertilizantes, y de hecho, varios otros países 
los han abolido. Actualmente, existe una forma multifacética 





Cuadro Nº 5:  






(a) Incluye la tasa del cambio climático (CCL), el plan de eficiencia 
energética del compromiso de reducción del carbono (CRC) y la ayuda 
del precio del carbono (CPS). 
(b) Impuestos anuales solo para vehículos comerciales: los turismos no 
están sujetos a impuestos anuales de circulación. 
(c) La República Checa, Croacia, Lituania, Letonia, Estonia, Polonia, 
Rumanía y Eslovaquia cuentan con un sistema de tarifación bastante 
completo que cubre diferentes contaminantes del aire, incluido el CO2 
en algunos países (Croacia, Estonia, Polonia). 
(d) Una gama completa de MBI diferentes, tales como impuestos, tasas 
de reciclaje, esquemas de reembolso de depósitos, responsabilidad 
ampliada del productor aplicada a productos individuales, como el 
empaquetado; baterías y / o acumuladores; llantas; bolsas de plástico; 
productos eléctricos y electrónicos; los aceites lubricantes / residuales y 
los vehículos al final de su vida útil, se implementan en los países 
miembros del EEE y se cubren aquí. Se puede encontrar información 
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detallada del país sobre la implementación de diferentes MBI en Bio et 
al., 2014 y la base de datos de la Organización para la Cooperación y el 
Desarrollo Económicos (OCDE) sobre instrumentos utilizados para la 
política ambiental en http://www2.oecd.org/ecoinst / consultas 
(e) El impuesto fue abolido. 
Fuente: AEMA sobre la base de las referencias 
proporcionadas -Visión general de los impuestos 
ambientales en los países miembros del AEMA. (Agencia 
Europea de Medio Ambiente (AEMA) es igual que EEA) 
3.5.7.1.2. Países latinoamericanos  
Implementación de tributos ambientales en Colombia 
El estado colombiano ha tenido un importante crecimiento 
económico en los últimos años detallar años siendo un país 
que cuenta con gran biodiversidad y ecosistemas los cuales 
están expuestos al creciente incremento de vehículos, 
urbanización, actividades industriales, actividades 
productivas y los conflictos armados internos los cuales han 
sido una presión constante. Cabe mencionar el fenómeno 
climático, La Niña, dado en el año 2010 – 2011 el cual dejó 
graves daños económicos y sociales en dicho país 
circunstancia que hizo fortalecer las políticas ambientales y 
la necesidad de mejorar las prácticas de dichas políticas que 
conlleva a poner un gran interés en ser miembro de OCDE, 
de esta manera implementar las políticas e instituciones 
ambientales de las mejores prácticas internacionales, 
siendo una de esas políticas el crecimiento ecológico la cual 





 Minerales (proporción creciente de extracción) 
 Metales (proporción creciente de extracción) 
 Combustibles fósiles (1/3 de la extracción a nivel 
nacional) 
Contaminación: 
1) Emisiones de CO2 (provenientes del consumo de 
combustible):  
Son bajas debido al consumo de energía hidroeléctrica 
en el país. 
Perspectivas para el futuro:  
 Incremento del transporte (principalmente por carretera) 
e 
 Incremento de la generación de electricidad haciendo 
uso de los combustibles fósiles15. 
2) La deforestación principalmente por la conversión del 
suelo los pastizales han impactado en la región 
Amazonia, Caribe y Andina. 
3) Calidad del aire y del agua equivalen el 2% del PBI 
(OCDE, 2014), relativamente bajo, sin embargo, el alto 
uso de mercurio y otros productos químicos altamente 
contaminantes en el sector minero. 
4) La contaminación urbana es otro problema que se 
presenta, es así que según estudios realizados a las 
concentraciones de material particulado (PM10) el cual 
                                               
15 Organización de cooperación y desarrollo económico (OCDE). 2014, Evaluaciones de 
desempeño ambiental – Colombia 2014, OECD Publishing. Pág. 4  
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se ha reducido en las zonas urbanas, sin embargo, ha 
sido superada por el aumento de emisiones 
contaminantes del transporte.  
Producto Bruto Interno: 
El descenso de la emisión de gases que producen el efecto 
invernadero por persona o llamado per cápita ascendió a 
0.4% a nivel global, dichas emisiones en relación al PBI 
indicado se encuentra por encima de la media que maneja 
OCDE.  
La emisión de gases que producen el efecto invernadero se 
producen a causa de:  
o Agricultura ascendente al 35% (Colombia) 
o Agricultura ascendente a 7% (OCDE) 
Estas emisiones tienen una tendencia a incrementarse 
hasta 50% en el año 2020, en comparación con el año 
200016 de acuerdo a los cálculos de la creciente 
deforestación. 
En un menor porcentaje también contribuye la generación 
de residuos municipales por individuo el cual está por debajo 
del 50% de la media de la OCDE, cabe resaltar que el mayor 
porcentaje de desechos se colocan en rellenos sanitarios y 
el 30% incumplen las disposiciones sanitarias 
medioambientales. (OCDE, 2014) 
A continuación, se presenta la acumulación media anual de 
material particulado según estudios hechos por el periodo 
                                               
16 Organización de cooperación y desarrollo económico (OCDE). 2014, Evaluaciones de desempeño ambiental 
– Colombia 2014, OECD Publishing. Pág. 4 
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2000 a 2011 en la ciudades de Bogotá, Medellín y 
Bucaramanga, referencia (véase en el gráfico 01) todo ello 
de acuerdo a la Resolución N° 610 - 2010 del Ministerio de 
Ambiente y Desarrollo Sostenible (MADS) de la Republica 
Colombia la cual establecía 60 μg/m3 en el año 2009 – 2010 
y 70 μg/m3 en el año 2008 como límite.  
Gráfico Nº 4: 
Concentración anual de material particulado 2000-2011 
 
Fuente: OCDE, Evaluaciones de desempeño ambiental, 
Colombia, Highlights, 2014, se cita a IDEAM, 2012. 
Conforme a la Resolución N° 610 - 2010 emitida por el 
Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible (MADS) de 
la república de Colombia.  
Políticas para el crecimiento ecológico 
a) El denominado crecimiento verde  
o Los gastos estatales para servicio del agua potable y 
saneamiento sobrepaso el doble durante los últimos 
diez años.  
o Se incrementó la inversión pública sin embargo sigue 
por debajo de otras economías emergentes. 
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b) La reforma fiscal verde  
o Los ingresos por recaudación de impuestos asociados 
al medioambiente son escasos, siendo que para el año 
2011 solo ascendió a 0,7% del PBI y un 3,7% respecto 
a la totalidad de ingresos por recaudación tributaria. 
 
Gráfico Nº 5: 
Recaudación de impuestos ambientales 
 
Fuente: OCDE, Evaluaciones de desempeño ambiental, 
Colombia, Highlights, 2014, referido a dato de 2009 y 2010. 
Al determinar los precios y tributos sobre combustibles no 
se toma en cuenta los efectos ambientales del uso del 
mismo en la medida que los impuestos que gravan el diésel 
son menores en relación a los que gravan la gasolina, en 
ese entender la demanda de diésel causa un mayor impacto 
en el medioambiente; la OCDE comenta que la recaudación 
de impuestos sobre la extracción de recursos naturales 
podría aumentar para financiar el gasto público (mejora de 
política ambiental tributaria) ,y a pesar de los efectos 
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negativos de las industrial petrolera y minera todavía 
estarían en una posición de generar beneficios tributarios y 
regalías favorables.  
Por otra parte, el plan de desarrollo de Colombia por el 
periodo 2014 - 2018 enfatizó que se debe garantizar que los 
tributos en específico los impuestos a los combustibles, 
muestren sintonía en relación al impacto de la emisión de 
gases de efecto invernadero, ello conllevaría al incremento 
de la recaudación y dichos ingresos apoyarían a la 
reducción progresiva de subsidios y gastos de índole fiscal 
para el medioambiente, disminuyendo los efectos negativos 
que impactarían en los sectores vulnerables. 
Eliminar los subsidios que generan daño ambiental 
 Genera recursos 
 Otorgar incentivos 
Mencionan que se logró la reducción del subsidio al 
combustible para el transporte, el cual bajó de 1% a 0,3% 
del PBI 2008-2011. 
Subsidios a la electricidad.  
Subsidios al agua. 
Subsidios al gas.  
Subsidios a la recolección de residuos. 
Subsidios ambientales con relación a la ganadería extensiva  
Hacen referencia que los agricultores tienen el subsidio de 
la exención del IVA (IGV en el Perú) cuando ellos hacen uso 
de productos agroquímicos los cuales generan 
contaminación a las tierras de cultivo actividad que resulta 
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afecta a “cero IGV o IVA”, por lo que genera un costo fiscal 
y ambiental al estado. 
Así también, las tarifas de riego desmotivan a los 
agricultores a usarla eficientemente (desperdiciada), por lo 
que la OCDE comenta que se debe pagar por el uso 
ineficiente de este recurso puesto, que genera un costo 
fiscal y ambiental para el estado. 
Recomendaciones de la OCDE: 
Proporcionar al desarrollo medioambiental un sitio crucial en 
el plan de nacional de desarrollo colombiano en el periodo 
2014 – 2018:  
a) “Los ministros deben asumir el cargo por los efectos 
medioambientales de las políticas que difundan.  
b) Llevar a cabo evaluaciones medioambientales 
estratégicamente dirigidas a programas, planes o 
proyectos con incidencia ambiental.  
c) Incrementar el uso de impuestos con fines ambientales y 
reducir gradualmente los subsidios e ingresos negativos 
en la administración pública para el medioambiente, 
reduciendo los efectos negativos en los sectores 
vulnerables.  
d) Incrementar de manera considerable el sistema de 
transporte público con el propósito de disminuir los 
costos económicos y de salud pública.   
e) Brindar garantía que los impuestos muestren sintonía en 




f) Reformar el modelo de determinación de tarifas en el 
servicio de agua y saneamiento, para contribuir en el 
financiamiento del mismo, de esta manera ampliar y 
fomentar la eficiencia se este servicio orientado a 
favorecer a los sectores que más lo necesitan17.”  
Obstáculos 
Carencias en coordinación y capacidad entre las 
organizaciones encargadas de asuntos 
medioambientales  
Las Corporaciones Autónomas Regionales - CAR son las 
encargadas de implementar políticas en materia ambiental 
para todas las regiones, sin embargo, tienen poca 
supervisión, limitaciones y escaso financiamiento, situación 
que no favorece las siguientes situaciones: 
 El progreso del sistema gubernamental de información 
ambiental.  
 La correcta aplicación de evaluaciones de impacto 
ambiental. 
 Procedimientos administrativos para otorgamiento de 
licencias  
 Punto de vista apropiado sobre la aplicación y 
acatamiento de las disposiciones legales en materia 
ambiental.  
  
                                               
17 Organización de cooperación y desarrollo económico (OCDE). 2014, Evaluaciones de desempeño ambiental 
– Colombia 2014, OECD Publishing. Pág. 7. 
95 
 
Escaso gasto estatal en materia ambiental 
El gasto en materia ambiental fue de 0.5% en relación al PBI 
del año 2010, dicho porcentaje se encontró por debajo del 
promedio respecto los países de la OCDE, en este periodo 
el nivel de desarrollo era insuficiente para que las 
autoridades puedan realizar adecuadamente sus 
funciones18, sin embargo, en el transcurso del tiempo hasta 
la actualidad este indicador mejora ajustándose a las 
exigencias de la OCDE.  
Una compleja variedad de instrumentos y directivas. 
Explican que varias normas (leyes, resoluciones, directivas) 
dictadas por diferentes organismos estatales han resultado 
contradictorias e incoherentes, como también se han 
detectado vacíos legales para procedimientos, gestión y 
autorizaciones ambientales.  
Alto nivel de incumplimiento de normas ambientales 
Básicamente por el conflicto armado, se han producido 
emisiones contaminantes en diferentes zonas del país, 
situación que ha debilitado la aplicación efectiva de la 
normativa ambiental.  
Desafíos 
Perdida de hábitats 
Un 30% y 50% de ecosistemas colombianos han sufrido una 
transformación en especial las zonas donde se practican los 
                                               
18 Organización de cooperación y desarrollo económico (OCDE). 2014, Evaluaciones de desempeño ambiental 
– Colombia 2014, OECD Publishing. Pág. 11. 
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cultivos ilícitos y las actividades de extracción de minerales 
con niveles altos de especies amenazadas y endémicas.  
Las actividades ilícitas  
 Un 40% y 50% de toda la madera es obtenida 
ilegalmente. 
 Las actividades mineras. 
 Las actividades ganaderas ilegales  
 Los cultivos ilícitos  
Debilidades en materia de capacidad  
Particularmente las CAR. 
Falta de información y valoración de la biodiversidad  
La falta de datos sobre, las causas de pérdida de 
biodiversidad entre otros recursos naturales que poseen el 
ambiente y las proyecciones que puedan dar luces de que 
posibles políticas más certeras se pudiesen tomar debilita 
una buena gestión ambiental. 
Ahora el valor económico de la biodiversidad y servicios 
ecosistémicos (los demás recursos naturales) con 
valoraciones razonables y certeras serian una gran 
herramienta para adoptar políticas económicas y sectoriales 
(decisiones con coherencia en base a datos con menor 
margen de error) dando el verdadero valor que cumple el 
capital natural como sustento del desarrollo económico con 
propósito ambiental.  
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Sugerencias de la OCDE para llevar a cabo el plan de 
desarrollo: 
“Preparar un plan de acción para implementar políticas 
medioambientales dirigidas a mitigar presiones contrarias a 
los fines ambientales, dotando de instrumentos necesarios 
para cumplir con las políticas destinadas al cuidado del 
medioambiente. 
 Fortalecer el Sistema de Información Ambiental de 
Colombia (SIAC), procesando información de calidad 
sobre la valoración de bienes y servicios ambientales, por 
otra parte identificar las principales causas de la pérdida de 
biodiversidad. La información obtenida será utilizada como 
respaldo para fortalecer el apoyo político y público en 
materia ambiental.  
Preparar un plan coordinado para disminuir la 
deforestación producida por las actividades pecuarias; 
fomentando una ganadería más intensiva y sostenible, 
ligada a la praxis silvopastoril de las personas.  
Expandir las áreas protegidas para integrar los 
ecosistemas sobreexpuestos y los que están más 
amenazados, fortalecer las instituciones que tienen como 
función principal proteger dichas áreas, mejorando su 
capacidad de gestión e incrementado el financiamiento para 
que puedan cumplir con sus fines19.” 
  
                                               
19 Organización de cooperación y desarrollo económico (OCDE). 2014, Evaluaciones de desempeño 
ambiental – Colombia 2014, OECD Publishing. Pág.13 
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Implementación de tributos ambientales en Chile 
Intento de implementación en el año 2012 
Primer intento de implementación de tributos destinados al 
cuidado del medioambiente (tributos ambientales) se dio el 
3 de mayo del año 2012 mediante el proyecto de ley (buscar 
la ley) con el cual se pretendía la reforma tributaria 
presentado por el poder ejecutivo ante el congreso de la 
república de Chile el cual incluía un impuesto a la primera 
venta de determinados productos conforme la siguiente 
tabla” 
Cuadro Nº 6: 
Producto vs cantidad limite expresado en toneladas  
 
Fuente: Centro de Estudios Tributarios – Universidad de 
Chile, 2014. 
Este proyecto alcanzo a debatirse por el tiempo de tres 3 
meses el cual no fue tomado en cuenta por a) falta de 
acuerdo político y b) por razones técnicas.  
En un segundo proyecto de ley (2 de agosto de 2012) en el 
cual se habían hecho una serie de ajustes el primero fue 
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aprobado, sin embargo, no se incluyó en la aprobación la 
normativa de protección del medio ambiente.  
Con fecha 1 de abril del año 2014 el Poder Ejecutivo se 
pronuncia ante el Congreso de la República de Chile, 
indicando que cuentan con una escasa carga tributaria en 
relación a impuestos referidos al medioambiente, 
mencionando que si se comparan con países que integran 
la OCDE, haría falta una reforma que atienda dos 
gravámenes nuevos20.  
El primero es, el impuesto a las emisiones de fuentes 
fijas  
El artículo 5 del proyecto planteado se determina dos tipos 
de externalidades 
a) Daño local en la salud 
En este punto consideran tres tipos de “emisiones al aire” 
contaminantes dañinos para la salud las cuales son:  
i) Material particulado (MP) 
ii) Óxidos de nitrógeno (NOx)  
iii) Dióxido de azufre (SO2)  
b) Daño global por el cambio climático 
En este punto consideran solo un tipo de emisión la cual es 
dióxido de carbono. 
i) Dióxido de carbono (CO2) 
                                               
20 Faúndez Ugalde Antonio y Timm do Valle Mauricio Dalri (2015) Centro de Estudios Tributarios de la 
Universidad de Chile, Chile, Departamento de Control de Gestión y Sistemas de Información – FEN 
Universidad de Chile. Pág. 07 
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En este punto se indica la potencia térmica generada por 
calderas o turbinas y la cantidad/costo de la contaminación, 
como a continuación se presenta:  
 Potencia térmica: mayor o igual a 50 megavatios 
térmicos 
 Cantidad/costo: por cada tonelada 5 dólares de Estados 
Unidos de Norteamérica.  
El segundo es, el Impuesto a vehículos livianos que 
generan mayor contaminación denominados fuentes 
móviles 
Este impuesto grava la importación de vehículos con las 
siguientes características: 
 Vehículos livianos que generen mayor contaminación por 
el uso de diésel como combustible. 
Este impuesto tiene la finalidad de incentivar a la población 
la adquisición de vehículos menos contaminantes por 
ejemplo, poner listado de vehículos con menos 
contaminación o ecológicos como tesla y otras marcas 
eléctricas o vehículos pesados que utilicen diésel aunque no 
creo que se pueda me parece que el objetivo es que la 
población de a pie no utilice vehículos livianos dejando a los 
rubros de actividades productivas utilizar vehículos pesados 
con uso de Diesel como una actividad excepcional del uso 
del diésel sin embargo también deberían pagar tributos para 
la protección del medio ambiente puesto que su uso genera 
un daño al mismo. 
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Objetivo y finalidad del proyecto de reforma tributaria 
del año 2014 
Este proyecto se desarrolla en base cuatro objetivos:  
1) “Incrementar la carga tributaria para obtener 
financiamiento con ingresos fijos, gastos fijos en materia 
de reforma en la educación, atender políticas en el área 
de protección social y resultados negativos en la 
estructura del balance fiscal. 
2) Progresar en el tema de igualdad tributaria, haciendo 
más eficiente la distribución del ingreso. Los agentes 
económicos con mayores rentas deben aportar más, por 
otra parte las rentas de trabajo y capital deberían tener 
un trato semejante. 
3) Establecer mecanismos novedosos y eficientes para 
promover el ahorro y la inversión.    
4) Custodia que los pagos se efectúen de acuerdo a ley, 
desarrollando medidas que reduzcan la elusión o evasión 
fiscal.21” 
Se puede apreciar que los cuatro objetivos no persiguen una 
finalidad extrafiscal en beneficio del medioambiente, y como 
consecuencia pueda producirse un cambio en el patrón de 
conductas denominado internalización de las 
externalidades. 
Ahora se puede apreciar que se encuentra en la primera 
fase de una reforma fiscal verde dado que los fines 
                                               
21 Faúndez Ugalde Antonio y Timm do Valle Mauricio Dalri (2015) Centro de Estudios Tributarios de la 
Universidad de Chile, Chile, Departamento de Control de Gestión y Sistemas de Información – FEN 
Universidad de Chile. Pág. 08 
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extrafiscales no encuentran principios que rigen los tributos 
ambientales en Chile.  
En el proyecto presentado el año 2014 aprueban tributos 
(gravámenes) destinados al cuidado del medio ambiente los 
cuales se dividen en dos categorías de externalidades:  
 Por daño local en la salud  
 Por daño global por el cambio climático  
Sin embargo, en dicho dispositivo no se menciona cuáles 
serán los principios sobre los cuales se sustenta la 
determinación del tributo (impuesto). Ahora resulta 
pertinente mencionar la experiencia brasileña, país que si 
cuenta con dichos principios para los TDCMA22, 
específicamente un impuesto a los productos 
industrializados, denominados IPI, normado en literal l, 
numeral 3, del artículo 153° de la carta magna de Brasil 
dispone que “será selectivo, en función de la esencialidad 
del producto” situación que se encuentra concordada con el 
artículo 48° del código tributario de Brasil. (El subrayado es 
mío) 
A raíz de lo mencionado en el párrafo anterior se reconoce 
el principio de selectividad. 
Principio de selectividad: 
Según la clasificación del impuesto a los productos 
industrializados por Henry Tilbery estos se dividen en tres 
categorías: 
                                               
22 Tributos destinados al cuidado del medio ambiente. 
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“a) bienes de primera necesidad, siendo necesarios en su 
totalidad, con mayor razón cuando se sabe que dichos 
bienes pueden ser adquiridos por personas que se 
encuentran en una situación mínima de subsistencia; b) 
bienes no necesarios, son bienes adquiridos para el 
consumo por un grupo de personas que se encuentran 
ubicados en niveles que superan el nivel mínimo; c) 
artículos de lujo, son bienes que se encentran a 
disposición de personas con un nivel elevado de bienestar 
e ingresos.23” (El subrayado es nuestro). 
La constitución no definió del todo el concepto de 
esencialidad y bajo que parámetros se desarrollaría, en ese 
sentido el doctor Henry Tyberly menciona que la 
esencialidad en contexto tributario es un sinónimo de 
necesidad o indispensabilidad. Así también, desde una 
perspectiva jurídica Marcial Ferreira Jardim menciona que 
“la esencialidad está vinculada a la calificación de bienes 
como básicos o primordiales respecto la mayoría 
poblacional. No obstante de presta mayor importancia al 
patrón económico que el número de consumidores.”, 
concepto que desde mi perspectiva lesionaría otros 
derechos esenciales especialmente al sector de la 
población que se mantienen en un nivel mínimo de 
subsistencia en esa medida, es indispensable proteger a la 
clases con menores recursos económicos con gravámenes 
                                               
23 Faúndez Ugalde Antonio y Timm do Valle Mauricio Dalri (2015) Centro de Estudios Tributarios de la 
Universidad de Chile, Chile, Departamento de Control de Gestión y Sistemas de Información – FEN 
Universidad de Chile. Pág. 11 
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bajos, en esta situación se velaría por el bienestar de este 
sector de la población, en ese sentido Jose Soares comenta 
sobre la finalidad de la noción de esencialidad: “...  
Atenuar la carga del impuesto, respecto los efectos 
tributarios sobre las clases más vulnerables que necesitan 
protección, por otra parte, con mayor onerosidad sobre los 
bienes consumidos que muestren patrones sociales con 
gastos más elevados.” 
 En esa línea Pérsio de Oliveira Lima24 menciona lo 
siguiente “... la carga tributaria debe disminuir en función al 
nivel de esencialidad de los productos que son utilizados 
para cubrir las necesidades básicas de las personas” y 
Ricardo Lobo Torres25 de la misma manera señala que “... 
en ocasión de bienes necesarios para la subsistencia física 
y social de las personas en condiciones mínimas que 
puedan resguardar la dignidad humana, caso contrario los 
tributos no tendrían un sustento o aplicación justificado.” 
De la cita anterior se desprende que se debe proteger a los 
sectores de la población que requieren el consumo de 
productos industrializados graduando el gravamen, es decir, 
asignar un gravamen más bajo a los sectores de la 
población que requieran bienes de primera necesidad e 
incrementar gradualmente el gravamen a los bienes no 
necesarios y artículos de lujo (con mayor nocividad).  
                                               
24 Oliveira Lima, Pérsio de, Hipótese de incidência do IPI, en Revista de direito tributário (São Paulo, 
Malheiros, v. 7-8, jan./jun. 1979), pág. 192. 
25 Lobo Torres, Ricardo, O IPI e o Princípio da Seletividade, en Revista Dialética de Direito Tributário, v. 18 
(São Paulo, Dialética, mar/1997), pág. 95. 
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Ahora, desde una perspectiva tributaria ambiental rígida se 
tendría que gravar a toda la población con la tasa que 
corresponda, sin embargo, esta debe flexibilizarse puesto 
que, el derecho al medio ambiente sano también pondría en 
amenaza las necesidades vitales básicas de los ciudadanos 
al pagar los productos industrializados con el impuesto 
cargado, esta última parte desde un punto de vista de la 
remuneración mínima vital en el caso peruano. 
Es menester comentar también que, si bien es cierto que se 
ha definido orientaciones claras de las necesidades 
esenciales de a) bienes de primera necesidad; porque son 
universalmente admitidos por mencionar algunos: vivienda, 
alimentación, salud, descanso, vestimenta, higiene, 
transporte y seguridad social; sin embargo, no existen 
orientaciones claras de las necesidades esenciales que 
también incluyen a los b) bienes “no necesarios” y c) 
artículos de lujo. 
Alteración de las alícuotas IPI 
Cuando ciertos productos (IPI) no contravengan la 
protección de la salud se puede disminuir o exonerar el pago 
del gravamen (TDCMA)  
Según la finalidad especifica 
Se puede decir que entre los bienes esenciales, algunos son 
más esenciales con respecto a otros.  
Comparto la lógica de Faúndez y Timm respecto a la idea 
que se comprende sobre la noción de esencialidad: “no es 
un concepto aislado en el espacio y tiempo dado que, sus 
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rasgos cambian de acuerdo al lugar y periodo de tiempo 
determinado. Ello es así, en sentido que parece ser un 
hecho que entre los bienes esenciales, unos son más 
esenciales con respecto a otros. 26” 
Por mencionar ejemplos de la esencialidad, podría proponer 
los siguientes ejemplos: en el caso peruano para gravar 
productos en función de su esencialidad por tipo un ejemplo 
de ello se da en la corvina que no ostenta el mismo grado 
de esencialidad que el arroz en la canasta básica familiar, 
destino podría darse en el caso de la yuca en Loreto que 
es indispensable en esta región del país, pero no será asi 
de indispensable en Arequipa de la región sur de país), uso 
puede presentarse en el caso del transporte que contamina, 
pero es necesario, en esa medida su gravamen debe ser 
bajo. 
La medida gravar actividades contaminantes en especial a 
agentes económicos que realizan actividades de producción 
industrializada es una práctica que también es adoptada por 
otros países, como es el caso de Brasil que aplica el 
principio de selectividad dentro de su legislación tributaria 
principio que está vinculado con la capacidad contributiva 
aplicándose por alícuotas o mejor dicho en aplicación de la 
proporcionalidad.  
                                               
26 Faúndez Ugalde Antonio y Timm do Valle Mauricio Dalri (2015) Centro de Estudios Tributarios de la 
Universidad de Chile, Chile, Departamento de Control de Gestión y Sistemas de Información – FEN 
Universidad de Chile. Pág. 16 
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Implementación de tributos ambientales en México 
La pérdida de recursos bióticos y gastos para contrarrestar 
la contaminación en México ascendió más del 10% del PBI 
para el año 2018 situación que resulta insostenible.  
En la experiencia de los países europeos, un gran 
porcentaje de sus miembros han utilizado esta herramienta 
eficientemente logrando cambios de conducta en los 
agentes económicos. 
Es así que México tiene una gama de posibilidades para 
implementar la fiscalidad ambiental desde un punto de vista 
de poner en práctica e implementar varios instrumentos 
ambientales desde la cooperación con los países europeos 
con los cuales ha suscrito acuerdo de apoyo y cooperación 
en este tema. 
Consideraciones teóricas  
La fiscalidad ambiental hace referencia a distintos 
instrumentos económicos de carácter a) fiscal 
(recaudatorios) y b) parafiscal (incentivos) c) extrafiscal (con 
fines medioambientales) los cuales tienen como finalidad 
impulsar la modificación de conductas en los agentes 
económicos, situación que tendría consecuencias positivas 
en la sostenibilidad ambiental. 
A continuación, se mencionan algunos de los instrumentos 
fiscales: 
 “Tributos y otras exacciones,  
 Sistemas de consignación (deposito – rembolso), 
 Mercados de derechos,  
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 Contratos privados,  
 Ayudas financieras,  
 Privatizaciones y  
 Finanzas y seguros. 27”  
La fiscalidad ambiental en México y Europa  
Se puede decir que es relativamente nuevo el estudio e 
implementación de este tema en el mundo dado que desde 
los años setenta de manera más amplia la Organización 
para la Cooperación y el Desarrollo Económico (OCDE) ha 
mostrado las propuestas y los alcances de los tributos 
destinados al cuidado del medio ambiente en los últimos 25 
años28 ha surgido un crecimiento de instrumentos fiscales 
medioambientales, los cuales ha tenido mejores y mayores 
resultados en países europeos, sin embargo también se han 
desarrollado en muchos países emergentes. 
Según Pablo Sandoval29 cuando se refiere a la amplitud de 
tributos destinados al cuidado del medio ambiente aplicado 
en diferentes países, ubica en primer lugar los países 
nórdicos como Finlandia, Noruega y Suecia, en su 
                                               
27 Pablo Sandoval Cabrera (2008) Revista electrónica iberoamericana ISSN 1988 – 0618, Vol. 2, Nº 1, México, 
centro de estudios de Iberoamérica. Pág. 01 
 
28 Dado que desde 1990,1993 y años siguientes países como Bélgica, Dinamarca, Italia, Japón, Países Bajos, 
Noruega, y Suecia iniciación la implementación de tributos ambientales, más específicamente impuestos los 
cuales eran parte de la reforma tributaria ambiental de la época, dichos impuestos gravaban principalmente 
bajo las denominaciones de; emisiones de CO2 de aceites minerales, elementos utilizados en la elaboración de 
energía, energía industrial, impuestos selectivos sobre aceites minerales conforme su contenido de carbono, 
impuesto de consumo al carbón y coque de petróleo (derivado de hidrocarburo altamente toxico, clasificado 
como sustancia cancerígena 1°) [Vega Fuentes Irene y Ricárdez Jiménez Jerónimo Domingo (2009) Evolución 
y Desarrollo histórico de los impuestos verdes en el mundo y en México: una perspectiva de sustentabilidad 
de las organizaciones responsables, Área de investigación: Contribuciones, Instituto Educativo Panamericano 
de la Universidad de Veracruzana de México. Pag. 5-8.] 
29 Pablo Sandoval Cabrera (2008) Revista electrónica iberoamericana ISSN 1988 – 0618, Vol. 2, Nº 1, 
México, centro de estudios de Iberoamérica. Pág. 05. 
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compañía se encuentran los países del Norte de Europa 
como Dinamarca y Holanda, por último, con Bélgica, 
Francia, Grecia y Alemania. (Pablo Sandoval, 2008)  
También menciona el caso de Polonia que, siendo un país 
relativamente atrasado en relación con los demás países 
europeos, pues cuentan con una gran amplitud de tributos 
ambientales; situación que me hace inferir que no hace falta 
ser un país con un alto grado de desarrollo para implementar 
diversos tributos ambientales, sin embargo, habría que 
analizar en qué medida la recaudación de estos tributos 
forman parte del PBI. 
Ahora, previa a la implementación actual de dichos tributos 
estos países han pasado por dos fases: 
La primera, se realizó entre 1970 y 1980 donde solo se 
limitaban al cobro de derechos (cobro de tasas según la 
clasificación de tributos) por el vertimiento de desechos 
industriales y contaminación del agua, 
En segundo momento, a inicios de 1990 como bien 
menciona Sandoval “Una auténtica reforma fiscal con un 
punto de vista ambiental dura consolidando especialmente 
la recaudación de impuestos que gravan la energía y las 
emisiones de dióxido de carbono.” 
Por otra parte, países europeos como Alemania, Austria, 
Bélgica, Francia, Holanda y Suiza tomaron esta perspectiva 
de política fiscal ambiental con fines más particulares 
denominado fiscalidad ambiental blanda.   
110 
 
En ese sentido la experiencia europea en especial de los 
países de la ODCE nos brinda lineamientos para 
implementar una reforma fiscal, acción que tendría como 
consecuencia una mayor posibilidad de sustentabilidad.  
Además, Barde Jean Philippe señala que “el camino hacia 
el desarrollo sustentable requiere de una integración 
efectiva entre políticas económicas y ambientales“, por lo 
cual se torna necesario la reforma fiscal integral poniendo 
como eje central lo ambiental, en caso de suceder lo 
contrario estas políticas ambientales solo tendrán efectos: 
a) Reactivo: En la población desatando negación y 
pesimismo por medidas insuficientes. 
b)  Compensatorio: Este efecto compensatorio trataría de 
compensar la contaminación con el pago de tributos, sin 
embargo, con la carencia de una reforma fiscal verde y 
con lo que conlleva la valoración (técnica) ambiental, no 
compensaría realmente esta externalidad negativa. 
Si bien es cierto que este instrumento económico como son 
los tributos ambientales son eficientes y efectivos, cabe 
mencionar que existen otros instrumentos que pueden ser 
igual de eficientes, como señala la doctora Tania García 
López30 en su libro “Instrumentos económicos en materia 
ambiental: bases jurídicas para el diseño de políticas 
públicas”, instrumentos que paso a describir a continuación: 
                                               
30 Doctora en derecho. Facultad de Derecho. Universidad de Alcalá de Henares, España, en la actualidad 
investigadora especialista en derecho ambiental en la Universidad Veracruzana de México.  
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a) Utilizar instrumentos y herramientas de la economía con 
objetivos ambientales. 
b) Instrumentos fiscales deferentes a los tributos  
c) Instrumentos financieros 
Instrumentos económicos muy interesantes que no son 
tema de investigación del presente trabajo, pero sin duda 
alguna los abordare en un futuro próximo. Su diseño y 
puesta en marcha desde el derecho y las políticas públicas 
constituyen un aspecto central para el bienestar de una 
nación y en general a las personas que habitan el mundo. 
3.6. Fundamentación jurisprudencial  
3.6.1. Jurisprudencia mexicana  
Cuando se refiere al tema de Impuestos, se pronuncia sobre el principio de 
equidad tributaria dispuesto por el artículo 31°, Fracción IV, de su texto 
Constitucional: 
“Para dar cumplimiento al principio de equidad tributaria el creador de la ley 
no sólo tiene la facultad, por el contrario existe el deber de instaurar jerarquías 
a los ciudadanos gravados, que se sustenten en argumentos razonables para 
el trato diferenciado, y pueden darse cuando se presenten finalidades 
económicas, de aspecto social o de política fiscal o inclusive extrafiscales. 
Dado ese orden, queda por advertido que las versadas fin económico o de 
tipo social, también, la finalidad de tipo fiscal o extrafiscal que den sustento 
a las jerarquías con distinciones dispuestas por la legislatura, al materializarse 
según argumentos objetivos y factores que sean razonables, no deben ser 
alguna motivo de justificación para la inobservancia de la garantía de equidad 
tributaria, por el contrario la coherencia de dichos aspectos son los que harán 
posible resguardar y garantizar, vale decir, cuando los mencionados fines se 
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direccionan a una finalidad garantizada por la carta magna de los Estados 
Unidos Mexicanos, agregan fundamentos que validan su constitucionalidad o 
inconstitucionalidad una determinada norma. 
En tal virtud, partiendo del punto de que se acepta un tratamiento 
diferenciado, en búsqueda de un fin extrafiscal o de política tributaria no es la 
razón que justificaría la determinación de un trato calificado como 
discriminación, por el contrario quedaría en evidencia que dicha diferenciación 
no contraviene la Constitución y deben darse por cumplidos las posturas 
sobre dicho principio, decir lo contrario, conllevaría un desacierto, al 
replantear la secuencia del resultado relacionado los puntos, de tal manera 
iniciaría de la existencia no ratificada de una inobservancia del principio en 
mención y más adelante llegar a una oposición de dicha premisa con finalidad 
fiscal o extrafiscal que justificaría dicho trato diferenciado con los ciudadanos. 
Sin embargo, no sucede así, dado que no debe entenderse que el trato 
simplemente desigual inconsciente conlleva un trato diferenciado 
discriminatorio y en violación de las garantías, sino que se debe admitir que, 
de los hechos descritos, no existe violación de dicha garantía porque el fin 
perseguido, podrá analizarse desde una perspectiva constitucional.31” 
(Subrayado y negrita es nuestro). 
3.6.2. Jurisprudencia chilena  
La Corte Suprema como el Tribunal Constitucional. Resuelven en el máximo 
tribunal en Sesión 398ª de la Comisión de Estudios de la Nueva Constitución 
señalando de la siguiente manera: 
                                               
31 Registro No. 168133 Localización: Novena, Época Instancia: Primera Sala. Fines extrafiscales y de política 
fiscal. Cuando persiguen una finalidad avalada por la constitución política de los Estados Unidos Mexicanos 




“[…] el termino tributo se define como el deber pecuniario impuesta por la ley 
a las personas para llevar a cabo la finalidad del bien común inherente al 
Estado”. Por su parte, el Tribunal Constitucional dispuso en Sentencia de 
fecha 20 de octubre de 1998, rol Nº 280, que el tributo “[…] es un instrumento 
que tiene por función generar ingresos para respaldar los gastos estatales y 
también es empleado como componente de orientación y dirección de política 
económica.32” 
3.6.3. Jurisprudencia colombiana  
Normas en materia tributaria: 
“(…) en materia tributaria el entendimiento sobre la razonabilidad debe ser 
dúctil, que sea accesible disponer si el legislador encontró un objetivo 
constitucional aceptable y si el instrumento utilizado es esencial, apropiado y 
rigurosamente proporcional. De esta manera, el legislador decide gravar con 
una imposición un establecido hecho, acto o negocio, o dejar de realizarlo 
ante posturas parecidas cuando se presenta una causa que implique política 
fiscal o fines extrafiscales de relevancia, siempre que se prime el bienestar 
protegido por la Constitución33 (…)” 
 
Principio de equidad tributaria – beneficios tributarios: 
“La equidad tributaria como principio, de acuerdo a este precepto, tiene como 
base el criterio de cargas soportables para el contribuyente, el cual también 
tiene una base de acuerdo a una evaluación especifica en relación a la 
capacidad económica así como la eficiencia de los principios de igualdad y de 
                                               
32 Faúndez Ugalde Antonio y Timm do Valle Mauricio Dalri (2015) Centro de Estudios Tributarios de la 
Universidad de Chile, Chile, Departamento de Control de Gestión y Sistemas de Información – FEN 
Universidad de Chile. Pág. 08 
33 La Sala Plena de la Corte Constitucional de Colombia, Demanda de inconstitucionalidad, Sentencia C-




justicia del sistema fiscal conjuntamente. Por su parte la jurisprudencia 
constitucional, “… acorde al principio de equidad tributaria, el gravamen debe 
aplicarse a todas las personas que tengan capacidad contributiva y que 
puedan hallarse bajo las mismas circunstancias de hecho, de esta manera 
garantizar sosteniblemente el equilibrio respecto las cargas estatales. Esta 
exposición, ha sido ordenada a través de la cimentación del principio de 
generalidad que conlleva que la totalidad de personas objeto del tributo debe 
extenderse a la totalidad personas que tengan capacidad contributiva y 
realicen una actividad o diferentes de actividades económicas gravadas. Lo 
mencionado anteriormente no imposibilita, sin embargo, que en consideración 
de eventualidades particulares en materia fiscal o extrafiscal, el legislador 
disponga ciertos beneficios, siempre que ellos se justifiquen apropiadamente. 
Respecto a la estipulación sobre la puesta en marcha de la potestad 
legislativa usada para constituir el trato diferenciado a cierto grupo de 
contribuyentes, ha dicho esta Corporación que el legislador no tiene la 
facultad de establecer un trato diferenciado a dos grupos determinados, 
siempre que dicha mediad no persigue una finalidad constitucional o legal. 
Ahora bien, se pueden presentar casos en los cuales sea razonable llevar a 
cabo medidas que impliquen un trato diferenciado siempre que conlleve las 
finalidades del Estado Social de Derecho por lo que, la jurisprudencia 





                                               
34 La Sala Plena de la Corte Constitucional de Colombia, Demanda de inconstitucionalidad, Sentencia C-




3.6.4. Jurisprudencia en otros países de la OCDE 
En España: 
Fundamento de tributación ambiental: 
“Es comprensible que debido a la relevancia de los tributos que conllevan una 
finalidad extrafiscal, en el tesoro estatal, de acuerdo a la normatividad 
tributaria de acuerdo al régimen tributario territorial, dado que los organismos 
estatales pueden decidir dentro de sus competencias y autonomía, 
estableciendo tributos con una función extrafiscal, permitiendo realizar una 
redirección económica y social, de acuerdo a la busca de bienestar local y 
regional.35”   
Finalidad distinta a la recaudación del tributo: 
“La opción de crear tributos con una finalidad que no sea recaudatoria también 
ha sido garantizada por la jurisprudencia. Puntualmente, España, cuando se 
resuelve en 1987, respecto a un impuesto en la ciudad de Andaluz al debatir 
sobre tierras infrautilizadas siendo válido generar jurídicamente un gravamen 
con fines diferentes a los meramente recaudatorio para la tributación.36” 
Sanción difiere de tributo: 
“A pesar que se impuso una sanción proporcional sobre estos recursos 
estatales, el fin requerido no era la sanción, en segundo lugar, dicha sanción 
no tenía como fin inmediato sostener con en gasto público con dichos 
recursos recaudados, este tribunal da énfasis que la función sancionadora se 
complementa solamente a un castigo de un ilícito, siendo que para el 
impuesto creado es diferente a una sanción en sentido que persigue una 
finalidad extrafiscal.37” 
                                               
35 Sentencia del Tribunal Constitucional Español, N° 37 de 26 de marzo de 1987, la cual fundamentó la 
utilización de instrumentos de carácter extrafiscal por parte de las comunidades autónomas, en los principios 
constitucionales de política social y económica.  
36 Sentencia del Tribunal Constitucional Español N° 37/1987, de 26 de marzo. 
37 Sentencia del Tribunal Constitucional Español N° 276/2000, de 16 de noviembre. 
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3.7. Modelo de implementación en el sistema jurídico peruano  
Base teórica 
Es claro que la base teórica de la tributación ambiental recae sobre el trabajo de Arthur 
Cecil Pigou cuando expone los impuestos correctivos sobre la brecha del bienestar 
privado versus el bienestar común y la forma en que los agentes económicos 
contaminantes asumen dicho costo siendo el Estado el indicado de intervenir para la 
corrección de esta externalidad , siendo esta una desafiante propuesta pero que se 
mantiene en la actualidad, fruto de ello es el apoyo de importantes personajes como 
Greg Mankiw, director del Departamento de Economía de Harvard, creo “Club Pigou”, 
entre ellos algunos Premio Nobel en economía como Joseph Stiglitz comenta en 
Worldwatch Insitute: "Hacer que la globalización económica funcione será de poca 
utilidad si no podemos resolver nuestros problemas ambientales globales", escribe. En 
particular, Stiglitz destaca la insuficiencia de la actual respuesta internacional al cambio 
climático y el apoyo a los impuestos comunes sobre el carbono; retomando la opnion 
de Mankiw menciona dos razones porque los impuestos pigouvianos son populares 
entre los economistas: “Primero, ellos ofrecen a menudo la manera menos invasiva 
para remediar una falla de mercado. Segundo, ellos producen recaudación que el 
gobierno puede usar para reducir otros impuestos” 
En esa línea de pensamiento se puede decir que el implementación paulatino de 
tributos destinados al cuidado del medio ambiente, junto a la instauración de 
organismos oficiales responsables del monitorear esta política, tuvo como resultado lo 
que hoy en día se denomina en los países que conforman la OCDE como la reforma 
fiscal verde (RFV) basándose en fundamentos como 1) eliminación de subsidios a la 




En nuestro país se debe tener como propósito que nuestro sistema tributario proteja el 
medioambiente bajo los lineamientos de la OCDE para una posible y futura 
incorporación como miembro. 
Base jurídica para la implementación de tributos ambientales en Perú: 
Nuestra constitución incorpora limitadamente el derecho fundamental de habitar en un 
ambiente saludable con un enfoque limitado de los derechos de la persona de igual 
manera sobre los recursos naturales, ello se evidencia en el numeral 22 del artículo 2° 
que dispone: “A la paz, a la tranquilidad, al disfrute del tiempo libre y al descanso, así 
como a gozar de un ambiente equilibrado y adecuado al desarrollo de su vida.”  
Coincido con lo expuesto por Daniel Yacolca dado que, solamente menciona el 
derecho y deber ambiental del ciudadano habitando un medioambiente adecuado, sin 
definir cuáles son los elementos que conforman el medioambiente. 
Afirmar un concepto desde la ley general del medio ambiente resulta imprecisa en 
medida que los conceptos ambiente y sus componentes no está definido taxativamente 
como elementos del ambiente, razón por la cual se tiene que recurrir a las resoluciones 
del Tribunal Constitucional como máximo intérprete de la constitución para recabar 
mayores alcances. 
En cuanto a la creación de tributos, se aprecia que nuestra constitución limita la el uso 
de potestad tributaria de los gobiernos regionales y locales respecto cierto tipo de 
tributos, llámese contribuciones y tasas, en buena medida la potestad solo puede ser 
ejercida dentro de sus jurisdicciones. Eventualmente el congreso puede delegar 
facultades al poder ejecutivo para crear impuestos a favor de los gobiernos regionales 
y locales. 
En resumen se sabe que los tres niveles de gobierno pueden crear tributos. Es 
importante considerar el nivel de gobierno, la potestad tributaria que le corresponde y 




Facultades de política fiscal del estado peruano: 
Nuestro país puede implementar instrumentos de política ambiental. Por una parte, se 
tienen disposiciones normativas de control traducido en límites, licencias de 
funcionamiento, especificación de requerimientos, prohibiciones, entre otros. Por otra 
parte, los instrumentos económicos que tienen como fin corregir la falla sobre el costo 
de los precios de bienes y servicios para incorporarlo al costo privado y compensar el 
costo social a causa de la producción y/o consumo, a través de los tributos ambientales 
y otros instrumentos como los permisos de emisión negociables.  
Sin embargo en nuestro país el pago por cargos al consumo y tasas por uso de bienes 
naturales o servicios ambientales solo cubren los costos operativos de servicios como 
el suministro de agua potable, gestión de residuos y desechos u otros programas que 
controlen los niveles de contaminación producidos; siendo el Ministerio del Ambiente 
(MINAM), los Municipios, el Organismo de Evaluación y Fiscalización Ambiental 
(OEFA), la Autoridad Nacional del Agua (ANA), la Dirección General de Salud 
Ambiental e Inocuidad Alimentaria (DIGESA), el Servicio Nacional de Sanidad Agraria 
(SENASA), los organismos que custodian estas actividades con sus diferentes 
funciones y facultades sin embargo la política nacional aún no está orientada con fines 
extrafiscales que puedan encaminar una Reforma Fiscal Verde (RFV). 
Bien común para el estado peruano:  
Este bien común es interpretado por el máximo intérprete de la constitución como “En 
el punto 33 de dicha sentencia, se califica al interés público a las actividades o bienes 
que por apreciación de concurrencia, en general los ciudadanos consideran “algo” 
esencial o necesario para convivir en sociedad. 
En otros términos, todo aquello, que por acuerdo, se concuerda y estima como 
conveniente y preciado para la colectividad, al cabo de exigir al Estado a validarlo 
como un fin perseguido en atención al beneficio de la colectividad. 
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Bajo dicho precepto, la organización política nunca podrá perseguir fines que se 
ocupen sobre intereses privados o particulares. 
En ese asentir, es importante promover la creación de herramientas eficientes para 
garantizar y establecer acciones que posibiliten la defensa del interés público38.” 
Recogiendo lo más importante sobre el concepto de bien común como idéntico de 
interés general e interés público según el tribunal constitucional es considerado como 
las pretensiones comunes de la sociedad que parten de los intereses individuales, y la 
democracia como instrumento que contribuye a la determinación del bien común y la 
oportunidad de encontrar concertaciones. 
Recomendaciones de la OCDE 
Las recomendaciones de la OCDE es un instrumento jurídico que no es jurídicamente 
vinculante, sin embargo, la práctica de estas recomendaciones otorga fuerza moral, 
representando voluntad política de los países miembros, en el caso peruano existe una 
pretensión de ser miembro a largo plazo, es por ello que el 23 de abril de 2016, 
mediante Resolución Suprema N° 04-2016-MINAM se conforma el Grupo de Trabajo 
de la Comisión Multisectorial Ambiental asumiendo el cargo de evaluar las 
recomendaciones del Estudio del Desempeño Ambiental del Perú CEPAL/OCDE.  
En pertinencia al tema de investigación las conclusiones de la OCDE apuntan, a bien 
sobre los principales progresos y problemas en materia ambiental en nuestro país. 
Desde una perspectiva ambiental del Perú, asimismo, se tendrá como referencia para 
futuras interacciones de nuestro país con la OCDE. A continuación se cita los 
principales retos en materia ambiental: 
                                               
38 Sentencia del Tribunal Constitucional emitida el 15 de junio del 2004 en el Expediente 3283-2003-AA-TC 
sobre acción de amparo interpuesta por Taj Mahal Discoteque, representada por don Teodoro Camayo Quinte, 




 “Seguir fortaleciendo la institucionalidad y la estructura de gestión ambiental en sus 
diferentes jerarquías, de igual manera garantizar la implementación de políticas 
orientadas al cuidado del medioambiente.  
 Garantizar que el plan de crecimiento ecológico se posicione como factor elemental 
de desarrollo, integrando a los ministerios de cada sector, volviéndolos 
responsables de los efectos de sus políticas, en materia ambiental. 
 Promover una mayor aplicación de instrumentos económicos destinados a la 
gestión ambiental, especial los impuestos ambientales, y suprimir los subsidios que 
sean nocivos al medioambiente. 
 Consolidar mejoras en la gestión ambiental en las industrias extractivas 
combatiendo la informalidad, optimizando el uso de sustancias químicas o 
sustancias peligrosas, de igual manera confrontar sus efectos nocivos en la 
biodiversidad y ecosistemas. 
 Estimular el uso sostenible de los recursos naturales y de las oportunidades que 
proporciona para el desarrollo de la innovación ambiental y nuevos sectores 
económicos. 
 Continuar fortaleciendo los sistemas que administran información, educación, 
colaboración y aplicación de justicia en materia ambiental para edificar una mejor 
comprensión sobre el desarrollo sostenible en toda la nación39.” 
Dentro de las recomendaciones se plantea la implementación de impuestos 
ambientales y el compromiso del estado peruano de implementar esta recomendación 
sobre economía y ambiente: 
Fomentar la aplicación de impuestos ambientales, como Eje Estratégico I sobre el 
progreso hacia el desarrollo sostenible, Capitulo 3: Economía y ambiente, 
recomendación N° 9.1 “Incorporar las apreciaciones sobre el medioambiente dentro 
                                               
39 OCDE-CEPAL. Evaluación de Desempeño Ambiental Perú. CEPAL, OCDE, 2016. Consulta 9 de 




del sistema tributario fiscal promoviendo el empleo de impuestos destinados a la 
protección del medioambiente, según convenga, y suprimiendo progresivamente las 
exoneraciones, incentivos o beneficios totales o parciales, además de los subsidios 
desfavorables para el medioambiente. Ahondar en la aplicación cabal de las 
consideraciones ambientales respecto los impuestos que gravarían los combustibles 
y transporte vehicular considerando la participación que tienen en las emisiones y los 
efectos sobre la salud de las personas.”   
Las recomendaciones de acuerdo al plan de acción “se ubica clasificado de acuerdo a 
las 66 sugerencias sobre el test de cumplimiento medioambiental realizado bajo tres 
lineamientos estratégicos 1) camino hacia un desarrollo sostenible, 2) calidad 
ambiental para el desarrollo de la vida, y 3) uso de los recursos naturales (…) además, 
toda sugerencia específicamente ha sido separada, de acuerdo al propósito particular 
sobre nuevas formas de implementación que atienda cada recomendación.  De la 
mismas manera, se han establecido algunas metas y fines de cada 
recomendación, siendo que se espera dar cumplimiento en un periodo de un año 
a corto plazo, dos a tres años a mediano plazo, y de 5 año a largo plazo, siendo 
que para el bicentenario, se hayan implementación dichas recomendaciones 
para que el Perú este un paso más cerca para adherirse a la OCDE”40. (El 
subrayado es nuestro) 
El Perú tiene dentro de los planes para el bicentenario fomentar la aplicación de 
impuestos ambientales, evaluar los impuestos ambientales aplicables a América 
Latina y estudiar la viabilidad de su implementación en el Perú.  
  
                                               
40 Ministerio del Ambiente. Plan de Acción para la Implementación de las Recomendaciones de la EDA del 
Perú. Consulta: 6 de septiembre de 2016. http: //www.minam.gob.pe/wp-content/uploads/2016/05/plan-de-
acci%C3%B3n-12-16-final-13-07-2-2.pdf, p. 9. 
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Cuadro Nº 7: 
Tributos que se aplican en países latinoamericanos y posibilidad de aplicación en Perú 







1819 del 2016. 
En septiembre de 
2014 el gobierno 
presenta su primer 
proyecto de reforma 
tributaria, aprobada 
por Ley 20.780  
Ley General de 
Equilibrio Ecológico 





económicos en el 
año 1996, 
impulsando a que en 
el año 2003 se 
publicara en la 
Gaceta 
Parlamentaria la 
iniciativa para una 
ley de impuestos 
ambientales.  
Implementación  La Ley 99 de 2013; 




El 30 de diciembre de 
2016 se publica el 
reglamento que fija 
obligaciones y 
procedimientos 
relativos a la 
aplicación de los 
En el 2003 se publica 
en la Gaceta 
Parlamentaria una 
iniciativa para la Ley 
de Impuestos 
Ambientales, no 




por ley 20.780. 
Actualmente el 
Ministerio del Medio 
Ambiente lleva a cabo 
su implementación, en 
función de su 
reglamento, registro y 
los protocolos de 
medición, reporte y 
verificación (MRV) de 
emisiones. 
esfuerzos realizados 
no se llevó a cabo 
una auténtica 
política fiscal con 
finalidad ambiental. 
La reforma fiscal 
verde en el contexto 
actual es muy débil 
en este país.  
Tributos 
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(Tesorería 
General de la 
República) 
Fuente: Elaboración propia. 
A pesar de las opiniones sobre la falta de conceptualización taxativa de elementos y 
componentes del ambiente; no existe un impedimento legal para la creación de tributos 
que tengan como finalidad el cuidado del medio ambiente más aun cuando la Ley 
General del Ambiente en el artículo 4° dispone41: “El diseño del marco tributario 
nacional considera los objetivos de la Política Nacional Ambiental, promoviendo 
particularmente, conductas ambientalmente responsables (…)” 
Sobre las directrices básicas respecto políticas públicas el literal g) del artículo 11° 
dispone: “La articulación e integración de las políticas y planes de lucha contra la 
                                               
41 Ley General del Ambiente, Título I – Política Nacional del Ambiente y Gestión Ambiental, Capítulo 1 – 
Aspectos Generales, Articulo 4°: De la tributación y ambiente.    
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pobreza, asuntos comerciales, tributarios y de competitividad del país con los 
objetivos de la protección ambiental y el desarrollo sostenible.”(El subrayado es 
mío).  
Por otra parte, el literal j) del artículo 12° dispone: “El establecimiento, desarrollo y 
promoción del derecho internacional ambiental.”, ´por último el artículo 36° dispone:  
“36.1 Son instrumentos económicos aquellos que se basan en mecanismos 
particulares del mercado que persiguen estimular o no ciertas conductas con la 
finalidad de fomentar  la realización efectiva de los objetivos en materia ambiental. 
36.2 Acorde al marco normativo presupuestal tributario estatal, las entidades 
estatales de nivel nacional, sectorial, regional y local en el ejercicio de sus facultades, 
incorporan instrumentos económicos, incluyendo los de carácter tributario, con 
la finalidad de fomentar prácticas ambientalmente adecuadas y el cumplimiento 
de los objetivos de la Política Nacional Ambiental y las normas ambientales. 
36.3 El diseño de los instrumentos económicos facilita la obtención de niveles 
de desempeño ambiental más exigentes que los ya dispuestos en la normativa 
ambiental.”  
En el orden de la citada ley se desprende que se promueve el cambio de conductas 
de la población a través de política fiscal pública, incorporando instrumentos 
económicos como son los tributos evidenciando que son más eficientes debido a su 
riguroso diseño y el efecto más contundente que este puede tener con respecto a otro 
tipo de normas. Se puede observar que las pautas de implementación de tributos 
destinados para el cuidado del medio ambiente (deberían ser destinadas para el 
cuidado del medio ambiente) se podrían aplicar incluso cuando aún no se ejecuta una 
reforma fiscal verde, como bien lo hicieron Chile y Colombia en la experiencia 
latinoamericana, un caso en particular se presenta en México que a pesar de ser 
miembro de la OCDE no ha realizado una reforma fiscal verde, tal es así que cuando 
es evaluado periódicamente por la OCDE este país no considera recaudación verde 
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algunos conceptos como el impuesto especial a combustibles, sin embargo la OCDE 
si considera varios conceptos que a su juicio califican como tributos verdes al momento 
de hacer estadísticas y emitir recomendaciones. Se puede apreciar la incorporación 
progresiva de los llamados tributos ambientales en los países latinos que son 
miembros de la OCDE y que en su momento Perú será evaluado de acuerdo a los 
avances que se den respecto a este instrumento económico propuesto.     
Beneficios de la aplicación de tributos ambientales: 
- Recibir de los países miembros de la OCDE información y asesoría especializada 
que estos países han desarrollado mediante evaluaciones y estadísticas que 
permitan ir monitoreando cual es la dirección del país miembro, a través de análisis 
y estudios para mejorar las políticas públicas relacionadas con el desarrollo dotando 
de más instrumentos para que el desarrollo del país miembro sea más rápido.  
- Reformas de competencias, educativas, reformas de sistemas de pensiones o 
reformas del sistema fiscal. País con práctica de las mejores políticas con 
disposición de actitud reformista. 
- Mejora en la credibilidad, por ser un país calificado como país de las mejores 
prácticas del mundo. En ese sentido atraer mayor inversión extranjera y también 
ayudar en los mercados internacionales. 
- Mayor facilidad en el consenso político sobre reformas futuras, en fomento del 
crecimiento y ser un país cada vez más inclusivo, en sentido que al seguir las 
políticas de la OCDE se crea un orden sobre el consenso de reformas es decir, en 
lugar de abrir una reflexión siempre sujeta a digresiones ideológicas sobre que 
opciones tendrían que tomarse en cuenta para promover el desarrollo; la OCDE ya 
predispone políticas sobre estándares internacionales cuyo cumplimiento resulta 
más viable para el desarrollo como lo ha evidenciado la experiencia de otros países 
miembros. 




Al momento de pensar en la implementación de tributos ambientales como instrumento 
económico-jurídico, se presentan varios supuestos que generan contingencias en el 
proceso de implementación, a raíz de ello se presentan diferentes situaciones 
contingentes que a continuación expongo: 
 Si bien es cierto que al proponerse un determinado tributo destinado para el cuidado 
del medio ambiente y etiquetar42 el mismo con la intención de tener un efecto 
positivo con los ingresos del tributo, sin embargo, es muy difícil que la recaudación 
de dichos tributos coincida con la política pública de mejorar algunas determinadas 
actividades contaminantes, puesto que los ingresos de la recaudación podrían 
haber sobre financiado o sub financiado la actividad contaminante que se pretende 
mejorar, de esta manera ocasionaría que las tasas varíen en el transcurso del 
tiempo, dando incertidumbre y poca credibilidad al tributo. 
Ahora esto no quiere decir que no pueda aplicarse a situaciones más generales, 
por ejemplo el uso del agua potable el cual es un servicio que se cobra en función 
al consumo, el cual ya es un impuesto verde dado que medimos nuestro consumo, 
otro impuesto verde vendría a ser el precio del combustible dado que se paga el 
impuesto general a las venta (IGV) y el impuesto especial al combustible (ISC).  
 Por otra parte un tributo verde mal diseñado o mal implementado puede generar 
efectos contrarios, por ejemplo desincentivar mucho reduciendo la recaudación, por 
poner un caso en el cual se incremente los tributos a vehículos diésel nuevos, se 
provocaría el uso de vehículos más antiguos que son más contaminantes o el uso 
de otros combustibles que generan otros contaminantes distintos al aire particulado 
como NOX o azufre. Sin embargo, puede verse algunas luces del intento acertado 
                                               
42 En el presente trabajo hago referencia a etiquetar, toda vez que se destine para un fin específico la creación 
de un tributo, es decir, el mismo puede ser recaudado para mejorar el control en las emisiones de material 
particulado en la región Arequipa, por poner un ejemplo. Ahora este fin específico es de conocimiento de la 
población que este afecta a dicho tributo.  
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desde una óptica medioambiental, debido al incremento del Impuesto Selectivo al 
Consumo (ISC) para bebidas alcohólicas y altas en azúcar, así como cigarrillos y 
combustible43 con el objetivo de combatir la contaminación ambiental. Bajo esta 
idea, redujo el ISC a los agentes menos contaminantes y los combustibles más 
nocivos fueron castigados con un impuesto más elevado. 
 Ahora, puede presentarse una situación donde el tributo en el impacto 
desincentivador terminaría recaudando muchísimo menos de lo esperado, 
resultado muy positivo desde una perspectiva ambiental pero adverso desde la 
perspectiva fiscal, al no tener el efecto de la demanda esperada y en consecuencia 
la recaudación esperada.  
 En términos de eficiencia económica cada uno debe pagar por el daño que causa, 
es decir, la tributación debe ser pareja para todos, sin embargo, podría optarse por 
dos opciones para su funcionamiento: 
 A) General, es decir aplicada a todos, compensando a los que se requieran o 
sean vulnerables ante el cambio de precio por implementación de tributos 
ambientales, en esa medida para no perjudicarlos se debe plantear un enfoque 
redistributivo, compensándolos con mecanismos que no sean directamente 
sobre el tributo ambiental es decir, reduciendo la tasas del tributo ambiental, al 
contrario ello iría en contra de lo que el tributo plantea lograr que es el cambio 
de conductas; lo que se debería hacer es que con ese impuesto recaudado, 
pueda reducirse otro tipo de impuestos como impuesto sobre la renta de trabajo 
por ejemplo. 
 B) Gradual o lineal, es decir aplicada a escalas y en forma general de esta 
manera se gravaría a todos.  
                                               
43 El miércoles 9 de mayo del año 2018, se publicó en el Diario El Peruano, los Decretos Supremos N° 091-




 Ahora veamos la importancia que el contribuyente sepa que un tributo va destinado 
para fines ambientales, se pueda observar un resultado al respecto; por ejemplo, 
un nuevo metro, más transporte público masivo, mejora en tecnologías limpias, 
entre otros. No obstante surge la pregunta ¿Quién debe recaudar dichos tributos?, 
el gobierno central, regional o local; sin embargo soy de la opinión que debería 
administrarlo el gobierno regional o local, en sentido que al enviarse toda la 
recaudación al gobierno central esta sería distribuida para todos los programas 
públicos del estado, de esta manera serán más difícil de identificar los resultados 
observables. 
 Por otro lado generalmente los gobiernos regionales o locales terminan subsidiando 
al gobierno central, ahora, podría plantearse un método para lograr el equilibrio; 
planteando que un porcentaje de la recaudación destinado para los fines 
ambientales del gobierno regional o local y el porcentaje restante a la bolsa de 
recaudación nacional del gobierno central. En este punto es donde reside la 
dificultad de saber específicamente hacia donde se van los recursos obtenidos por 
recaudación ambiental. 
 Existe otra dificultad al momento de vigilar que las actividades contaminantes se 
lleven dentro de los límites permisibles, es saber que niveles de rendición de 
cuentas se necesitan y que nivel de transparencia se necesita para que estos 
mercados funcionen de una manera correcta; siendo que el MINAN a través de la 
OEFA, es la encargada del cumplimiento de los límites de actividades 













1. En esta tesis se describió la necesidad de implementar tributos ambientales en el Perú 
como instrumento económico recomendado por la OCDE, siendo una alternativa de 
aumento de bienestar de la población por la influencia en el cuidado del 
medioambiente peruano. 
2. Los criterios que deben tomarse en cuenta para implementar los tributos destinados al 
cuidado del medioambiente, en primera parte por política pública o de Estado al 
momento de considerar política extrafiscal con finalidad ambiental de esta manera se 
integra en el sistema tributario los problemas ambientales; y en segunda parte la 
disposición legal para la creación de tributos ambientales es necesario ejercer 
facultades para crear tributos e iniciar una propuesta de reformas, como bien se 
expone en la Constitución Política del Perú y la Ley General del Ambiente como 
dispositivos base que facilitaran la progresión de la implementación de dichos tributos.  
3. Se identificó que el tributo ambiental como instrumento económico jurídico influirá 
positivamente en las actividades económicas dada su propia naturaleza económica, 
más aun cuando nuestro país se encuentra presto a seguir las recomendaciones de la 
OCDE, organización mundial que tiene como finalidad recomendar poner en práctica 
las mejores políticas de bienestar para las naciones del mundo que tienen un nivel de 
132 
 
desarrollo y las naciones que están en vías de desarrollo. Los tributos ambientales 
influirían positivamente en actividades económicas como la eficiencia productiva de 
los agentes económicos, generación de nuevos mercados, impulsar la innovación, 
generación de confianza del inversionista, y estabilidad macroeconómica, este último 
en sentido que al seguir las recomendaciones de la OCDE se facilitara en consenso 
político por ende consenso en las reformas. 
4. La influencia de los recursos económicos obtenidos por la implementación de tributos 
ambientales se refleja en la recaudación, inversión pública y la inversión privada, que 
tendrán un impacto positivo sobre la mejora de la calidad de vida y el bienestar de la 
población. 
5. En síntesis el principio quien contamina paga debe ser entendido como un deber 
solidario de protección del medio ambiente encaminado a cambiar un patrón de 
conducta, no debe confundirse con el simple pago indemnizatorio por un daño 
ambiental.  
6. Si es posible implementar el tributo ambiental, a pesar de las opiniones sobre la falta 
de conceptualización taxativa de elementos y componentes del ambiente; dado que 
no existe un impedimento legal para la creación de tributos que tengan como finalidad 
el cuidado del medio ambiente más aun cuando de la propia Ley General del Ambiente 
se desprende fomentar el cambio de conductas de la población a través de política 
fiscal pública, incorporando instrumentos económicos como son los tributos 
evidenciando que son más eficientes debido a su riguroso diseño y el efecto más 
contundente que este puede tener con respecto a otro tipo de normas.  
Por otra parte los tributos ambientales si se podrían aplicar incluso cuando aún no se 
ejecute una reforma fiscal verde, como el caso de México. Se puede apreciar la 
incorporación progresiva de los llamados tributos ambientales en los países latinos que 
son miembros de la OCDE y que en su momento Perú será evaluado de acuerdo a los 






AEMA Agencia Europea del Medio Ambiente 
AIE Agencia Internacional de la Energía 
ALC América Latina y el Caribe  
CAF Banco de Desarrollo de América Latina  
CEPAL Comisión Económica para América Latina y el Caribe 
Desarrollo sostenible En el núcleo del desarrollo sostenible está la necesidad de 
considerar tres pilares juntos: la sociedad, la economía y 
el medio ambiente. No importa el contexto, la idea 
elemental sigue siendo la misma: la gente, los hábitats y 
los sistemas económicos están interrelacionados. 
Deseconomia  La deseconomía es un concepto propio de la ciencia 
económica que hace referencia al aumento del costo de 
producción de cada unidad de bien o servicio cada vez que 
se generan más de los mismos. 
EEE Espacio Económico Europeo 
EHS Las regulaciones en Salud, Seguridad y Ambiente mejor 
conocido como EHS (Environmental, Health & Safety), por 
sus siglas en inglés, no sólo previenen posibles accidentes 
ambientales y en las áreas de trabajo, sino que también 
promueven una cultura de seguridad y cumplimiento en 
beneficio de todos los trabajadores. 
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Externalidad  Perjuicio o beneficio experimentado por un individuo o una 
empresa a causa de acciones ejecutadas por otras 
personas o entidades. 
IPI Impuesto sobre productos industrializados  
MBI  Instrumentos basados en el mercado 
OCDE Organización para la Cooperación y Desarrollo Económico 
ODS Objetivos de Desarrollo Sostenible 
RFV Reforma fiscal verde  
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